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UNIDAD ASESORÍA DE TESIS DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURIDICAS Y SOCIALES.
Guatemala, 13 de marzo de 2013.

Atentamente, pase al LICENCIADO CARLOS ALBERTO VELASQUEZ POLANCO, para que
proceda a revisar el trabajo de tesis del estudiante LUIS ALBERTO MAQUíZ, intitulado:
"ANALJSIS Y SITUACION ACTUAL DE LOS PROCEDIMIENTOS PARA ESTABLECER LA
LEGALIDAD DE LAS MANIFESTACIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL EN GUATEMALA Y
SUS REPERCUSIONES DE LA HUELGA DE HECHO"

Me perm¡to hacer de su conocimiento que está facultado para realizar las modilicaciones de
forma y fondo que tengan por objeto mejorar la invest¡gación, asim¡smo, del titulo del trabajo de
tes¡s. En el d¡ctamen correspondiente deberá cumplir con los requisitos establecidos en el
Articulo 32 del Normat¡vo para ¡a Elaboración de Tesis de Licenciatura en Cienc¡as Jurídicas y
Sociales y del Examen General Público, el cual establece: 'Tánto el asesor como el revisor de
tesis, harán @nstar en los d¡ctámenes coÍespondientes, su opinión respecto del conten¡do
cientifico y técnico de la tesis, la metodología y técnicas de invest¡gación utilizadas, la
redacc¡ón, los cuadros estadísticos sifueren necesarios, la contribuc¡ón científ¡ca de la misma,
las conclus¡ones, las recomendaciones y la bibl¡ografía utilizada, si aprueban o desaprueban el
trabajo de ¡nvesügac¡ón y otras cons¡deraciones que estimen

DR. BO ¡,1EJíA
JEFE D LA UNIDAD ASESOR

cc.Un¡dad de Tesis
BAMO¡yr.
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Guatemala, 4 de abril de 2013

DE CIENCIAS
Y SOCIALES

L¡cenciado Bonerge Amilcar Mei¡a Orellana
Jefe de la Un¡dad de Asesoría de Tes¡s
Facultad de C¡enc¡as Juríd¡cas y Soc¡ales
Un¡vers¡dad de San Carlos de Guatemala
Su despacho.

Respetable Director:

Conforme al nombramiento de fecha cinco de septiembre de dos mil doce, que
fue emitrdo por la Unidad de Asesoria de Tesis, procedia revisar el trabalo de tesis del
estudiante LUIS ALBERTO MAQUIZ, con carné número 9721311 intitulado:
.,ANÁLISIS Y SITUACIÓN ACTUAL DE Los PRoCEDIMIENToS PARA
ESTABLECER LA LEGALIDAD DE LAS MANIFESTACIONES DEL MAGISTERIO
NACIONAL EN GUATEMALA Y SUS REPERCUSIONES DE LA HUELGA DE
HECHO"; después de la revisión encomendada, me es grato manifestarle que:

ULTAB
tDtcas

F^á
JUR

1 La contflbución c¡entifica del trabajo. de tesis en su contenido es de suma
importancia para la sociedad guatemalteca; siendo un aporte significativo,
valloso e ideal para conocer la materia laboral y en especial sobre la legalidad
de la huelga.

El trabajo de tes¡s contiene un análisis jurídico encaminado a un estudio
sistemático, científico y técnico, desarrollándose de conformidad con el plan de
trabaJo, así como los métodos y técnicas de ¡nvestigación propuestas.

La redacción que se utilizó para el desarrollo de la tesis fue la adecuada. El
procedimiento para la elaboración de la investigación fueron basados en datos
actuales, incluyendo las técnicas de fichas bibliográficas V la documental con las
cuales se obtuvo la información doctrinaria relacionada con el tema investigado
utilizando el material adecuado.

La bibliografía empleada es la correcta, siendo la introducción, conclusiones y
recomendaciones relacionadas entre sí y con los cap¡tulos de la tesis. Durante la
revisión de la m¡sma, le sugerí al sustentante diversas correcciones al contentdo,

26 .alk g 3t zond s, ]LI)TBOXEO, JJrímer níyet,T'a(acio db [bs Deportes.
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La tesis reúne los requisitos legales del Artículo 32 del Normativo para la
Elaboración de Tesis de Licenciatura en Ciencias Jur¡dicas y Sociales y del Examen
General Público. motivo por el cual emito DICTAMEN FAVORABLE, para que pueda
continuar con el trámite respectivo, para evaluarse posteriormente por el Tribunal
Examrnador en el Examen Público de Tesis, previo a optar al grado académico de
L¡cenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales.

l'L r,/¡. ía¿¿ ( dr/¿r A6ar,/¿ yefát.l ¿z ?olinú)
i16o!ltl; y .Not¿rí¿)

( t'/.¿t¿J¿ J!, '7

bajo el respeto de su criterio y posición ideológicai encontrándose conforme con
llevar a cabo las modificaciones indicadas. Los objetivos determinaron como se
puede establecer un mejor procedimiento en la legalidad de las manifestaciones
del magrster¡o nacional de Guatemala y las repercusiones de la huelga de
hecho

De manera personal me encargué de orientar al estudiante, durante las etapas
correspondientes al proceso investigativo, utilizando la metodología adecuada, la
cual comprueba la hipótesis formulada que determinó la situación jurídica actual
del magisterio nacional de Guatemala y la importancia que se mantenga
funcional.

Se utilizaron los siguientes métodos de investigación: analitico, con el cual se
estableció la importancia del derecho laboral en Guatemala; el sintét¡co, dio a
conocer el procedimiento en la legalidad de las manifestac¡ones del magisterio
nacional de Guatemala; el inductivo, señaló la importancia de las repercusiones
de la huelga de hecho, y el deductivo, determinó la forma de realizat cada
capítulo.

La investigación denota un aporte cientifico en materia jur¡dica ya que establece
que no existe legalidad de las manifestaciones del magister¡o nacional de
Guatemala y asi ocasiona repercusiones en la educación nacional.

Atentamente,

Lic. Calos ó Velásquez Polanco

26 Ldll¿ g 3r zond 5, :ff'DLItOxE0, ytímer ntuel. ?a[ací;, le fos 1)e?ortes.
'I¿[eÍóno: 236t-82632334 7go7 Cefu[tzr: 12tt-osg3

C orrc o e l¿ct r óntco: clar z an(@y añoo.com,mx
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INTRODUCCION

El derecho huelga que ostenta el mag¡ster¡o nacional guatemalteco, surge como medio

o instrumento de presión para que ellos puedan exig¡r al Estado de Guatemala, las

mejoras económicas sociales comunes al grem¡o, s¡empre que sea declarada legal y

justa. S¡ tal declarator¡a no es buscada por dicho gremio, y como consecuencia

paralizan y abandonan los centros de labores para exigir las mejoras mediante

manifestac¡ones en horarios de trabajo, estarían ante una huelga de hecho, que les

ocasionaría consecuencias juridicas.

La presente tesis tiene como objetivo principal anal¡zar lo relativo a la s¡tuac¡ón legal

vigente en Guatemala con respecto a todos los proced¡mientos que debe seguir el

mag¡sterio nacional para que se les establezca la legalidad de sus manifestaciones.

Los supuestos formulados se determ¡naron y la hipótes¡s sobre la neces¡dad de

establecer la situación legal en Guatemala en relación a los proced¡m¡entos para

establecer la legalidad de las man¡festaciones del mag¡sterio nacional y repercusiones

de la huelga de hecho se comprobó al establecerse que existe la necesidad de

establecer con claridad los mecanismos que se deben util¡zar para evitar ¡nobservancia

de la ley por el magisterio nacional.

La presente tes¡s, se encuentra dividida en cinco capítulos, ¡niciando el primero, con

todo lo referente a la definición del recurso del derecho procesal laboral, naturaleza

(D



referente al derecho procesal colect¡vo de trabajo, la jurisd¡cc¡ón privativa, organización

de los tribunales de trabajo en materia procesal colect¡va, los tribunales de conciliación

y de arbitraje así como eljuicio ord¡nario laboral.

En el tercero se hace referencia a los antecedentes históricos de la huelga, historia de

la huelga, las etapas primera, segunda y tercera de los acontecim¡entos históricos de la

huelga; en el cuarto la huelga, el concepto legal y doctr¡nar¡o, final¡dades, clases de

huelga, procedimientos para su declarator¡a, la conciliación y el arb¡traje; y finalmente

dentro del capítulo quinto se desarrolla un estudio sobre los derechos de reunión y

manifestación desde el punto de vista legal y doctrinar¡o, los antecedentes históricos en

Guatemala sobre las manifestaciones, las limitaciones al derecho de huelga para el

magister¡o nacional y los conflictos entre la ejecuc¡ón del derecho de manifestación y la

huelga de hecho del mag¡sterio nacional.

Para ello en la realizac¡ón de este trabajo se tuvo a la v¡sta información recop¡lada de

d¡versos autores nacionales, extranjeros y de la leg¡slación v¡gente. Además se

utilizaron métodos básicos de la ¡nvestigación para la elaboración del m¡smo, entre

ellos el método analít¡co, referente al escrut¡n¡o minucioso que se realizó en cada uno

de los temas para poder llegar a las conclusiones; los métodos inductivo y deductivo,

que se apl¡caron con la f¡nal¡dad de determinar la situación legal en Guatemala en

relación a los procedimientos para establecer la legalidad de las manifestaciones del

magisterio nacionaly repercusiones para la huelga de hecho.

(ii)



CAPÍTULO I

1. Derecho procesal laboral

El Derecho Procesal del Trabajo se define según Landelino Franco López como "el

conjunto de princ¡pios, normas e ¡nst¡tuc¡ones que regula la actividad de los sujetos

procesales tendiente a dir¡mir los conflictos surgidos con ocasión de las relaciones

ind¡viduales y colectivas del trabajo"l.

De lo anterior puede advertirse que el derecho procesa¡ del trabaio se constituye en el

instrumental que perm¡te hacer ef¡caces los derechos derivados de las relaciones

sustant¡vas del trabajo. Veamos a continuación otras definiciones en cuanto se refiere

al derecho procesal laboral.

1.1. Def¡n¡ciones del derecho procesal laboral

Derecho Procesal es el conjunto de normas que regulan la actividad jurisdicc¡onal del

Estado para la aplicación de las leyes de fondo; su estudio comprende la organización

del Poder Judicial, la determinac¡ón de la competencia de los funcionarios que lo

integran, la actuación deljuez y de las partes en la sustanciac¡ón del proceso.

El hatadista Lu¡gi de Litala, lo define como la rama de la cienc¡a juridica que d¡cta las

normas instrumentales para la actuación del derecho del trabajo y que regula la

1 Franco López, César Landelino. Manual de derecho prccesal deltrabajo. Tomo ll, Pá9. 12.
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act¡vidad del juez y de las partes, en todo el procedimiento concernienle a la materia 
.-:-

del trabajo.

En términos amplios es el conjunto de normas referentes a la const¡tución, la

competencia del juez, la disc¡pl¡na del procedimiento, la sentenc¡a y los medios de

impugnación para la resoluc¡ón de la controversia colect¡va, intersindical no colectiva e

individual del trabajo, y de toda controversia referente a normas sustantivas del trabajo.

El autor c¡tado tiene una concepc¡ón meramente técn¡ca y establece que "el derecho

procesal del trabajo es la rama de la ciencia jurid¡ca que dicta las normas

¡nstrumentales para la actuación del derecho del trabajo y que disc¡pl¡na la act¡vidad del

juez y de las partes, en todo el procedimiento concerniente a la mater¡a deltrabajo"2.

Néstor de Buen, def¡ne al Derecho Procesal, diciendo que no es más que un conjunto

de normas cuyo objeto concreto es, precisamente el proceso.

Como conjunto de reglas el derecho procesal tiene una ev¡denle v¡nculac¡ón con la

acc¡ón leg¡slativa del Estado, o desde una perspectiva de jurisprudencia integradora,

con la acción de quienes al ejercer la función judicial o jurisd¡ccional, para no v¡ncular

necesariamente la expresión a la presencia de un juez, sirven al derecho posit¡vo

supl¡endo sus naturales deficiencias. "Sin embargo, en una pretensión científ¡ca se

vincula al Derecho Procesal con la apcrtación de quienes lo convierten en el objeto

principal de su tarea científica. Por último el derecho procesal, como instrumento para

t De Litala, Luigi. D¡r¡tto processuale del lavoro. Pág. 18.



hacer efect¡vas la justicia y la seguridad jurídica, que son pretens¡ones soc¡ales,

que v¡vir vinculado a la realidad"3.

Una exposición del Derecho Procesal Laboral resulta evidente contemplarlo desde

cuatro ángulos: legislativo, jurisprudencial, doctrinal y práctico.

El autor mexicano, Mario Salinas Suárez del Real, ind¡ca que el Derecho Procesal del

Trabajo pertenece al derecho público, señala que estudia las normas que regulan la

activ¡dad jurídica de los tr¡bunales laborales, el trám¡te a seguir en los conflictos

individuaies, colect¡vos y económicos en que ¡nterv¡enen trabajadores, patrones o

sindicatos.

Derecho Procesal del Trabajo se puede dec¡r que es el conjunto de reglas jurídicas que

regulan la actividad jurisd¡ccional de los tribunales y el proceso del trabajo, para el

mantenimiento del orden jurídico y económ¡co en las relac¡ones obrero-patronales,

¡nterobreras e ínterpatronales.

Se infiere que la mayoría de autores coinciden en su definición, por lo que se puede

indicar; que el Derecho Procesal del frabajo, es el conjunto de normas jurÍdicas,

principios y doctr¡nas que estudian las relaciones obrero patronales, y regulan la

activ¡dad jurisd¡ccional de los órganos judiciales, y como es normal en toda rama del

derecho, también el Derecho Procesal delTrabajo t¡ene principios que lo informan.

3 De Buen Lozano, Néstor. Derecho procesal deltrabajo. Pág. 38.
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El tratadista Manuel Ossorio, lo define como: "Rama del Derecho Procesal que estudiail:':!.:'

la organización y competencia de la justicia del trabajo, los principios y normas

generales y el procedimiento a seguir en la instrucción, decisión y cumpl¡m¡ento de lo

decid¡do en los procesos orig¡nados por una relación laboral o por un hecho

contemplado por las leyes sustanc¡ales deltrabajo"a.

Mario López Larrave, d¡ce que el Derecho Procesal del Trabajo "es el conjunto de

pr¡ncipios, instituc¡ones y normas instrumentales que tiene por objeto resolver los

confl¡ctos surgidos con ocasión del fabajo, ya sean individuales o colectivos, así como

cuestiones voluntar¡as, organizando para elefecto a la jurisdicción privat¡va de trabajo y

previsión social y regulando los d¡versos tipos de procesos"s.

Pe(enece al campo del Derecho Públ¡co, al igual que el Derecho Sustantivo de

Trabajo. El Derecho Procesal de Trabajo, para efectos de estudio, se encuentra

dividido en individual y colectivo, según sea la naturaleza del lit¡gio a resolverse.

Según eltrato legal en esta materia, el Código de Trabajo Decreto 1441 del Congreso

de la República de Guatemala lo establece como un derecho de orden general, dentro

del cual se incluye al Derecho Administrativo de Trabajo y al Derecho Procesal del

Trabajo. El mismo Código en su inciso y cons¡derando lV preceptúa que el Derecho de

Trabajo es una rama del derecho público, por lo que al ocurrir su apl¡cación, el interés

privado debe ceder ante el ¡nterés soc¡al o colectivo.

I Ossorio, N¡anuel. Diccionario de ciencias ¡urídicas, polít¡cas y sociales. Pág. 327.
s López Lanave, I\¡ario. lntroducción al esludio delde¡echo procesal deltrabajo. Pág. 42.



Queda establecido que la naturaleza

corrientes: la primera, argumenta que se

del derecho que se cita se div¡de en dx:i 'l'

anal¡za anteriormente, con el principio del

Derecho del Trabajo.

le ubica dentro del derecho públ¡co, como se

derecho adjetivo llamada pr¡ncipio tutelar del

La otra corriente sostiene que pertenece a una nueva rama del derecho de carácter

soc¡al y que no ex¡ste d¡v¡s¡ón entre derecho públ¡co y derecho privado, no obstante

nuestra leg¡slac¡ón lo ubica dentro del derecho público, como lo ¡ndica el contenido del

inciso e), del considerando lll, del Código de Trabajo que expresa que el Derecho del

Trabajo es una rama del Derecho Público, por lo que al ocurrir su aplicación, el interés

privado debe ceder ante el interés colect¡vo.

No obstante al considerarse como una rama del derecho social crearía confusión entre

la doctr¡na y lo eminentemente jurídico; al citar la legislación guatemalteca respecto al

tema.

El Derecho Procesal del Trabajo al ser considerado desde la perspectiva objetiva,

como norma, o como objeto del conocimiento c¡entíflco y disciplina que estudia las

instituc¡ones procesales del trabajo, la actividad jurisdicc¡onal de los tribunales y

principalmente, el proceso del trabajo, para el mantenimiento del orden jurídico y

económ¡co de las relaciones trabajador - empleador.

A cont¡nuación el presente capítulo describirá los principios que ilustran al juicio
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ordinario laboral guatemalteco, con el ánimo de situar las diferenc¡as que existen entréi' --_,,''

este con su carácter particular y extraordinar¡o, diferente a todos los procesos, de las

otras ramas del Derecho Procesal y desde luego buscar que se ev¡dencia que con

estos principios son los que obligan a la existencia de ¡nst¡tuciones propias que norman

la vida del proceso m¡smo, son pues estos principios los que convierten al Derecho

Procesal del Trabajo y específ¡camente elju¡cio ordinario laboral en un proceso.

1.2. Naturaleza jurídica

Con respecto al derecho procesal del trabajo, se le debe considerar como una rama del

derecho público, en vista a que esta destinado a regular la función pública, la función

jurisdiccional o bien la realidad social del trabajo.

No se puede dudar del carácter publicista de esta rama del derecho, si es que se

atiende como se hace, al hecho que regula una función estatal y def¡nida de la

democracia, que es la función jurisdiccional, a efecto de amort¡guar o ¡nclusive,

desvanecer la ev¡dente desigualdad motivada por razones económica y sociales que

ub¡can en desventaja a trabajadores respecto a sus patronos.

Como su naturaleza lo ¡ndica es un derecho imperat¡vo que lo hace necesario y es un

derecho puramente social, como resultado de esa cualidad, las normas siempre serán

¡rrenunciables, sin embargo no alteran el principio dispositivo que lo ilumina pues el

ejercicio de la acciones de trabajo depende, exclusivamente, de la decisión del propio

t)



interesado.

"El derecho procesal de trabajo, es un derecho autónomo, puesto que tiene su

estructura ¡nterna, con sus elementos que le dan sustentac¡ón y contenido, además de

su estructura externa con sus aspectos de autonomía legislativa, jurisdiccional,

administrativa y didáct¡ca.

Su objetivo consiste en el estudio en sí mismo considerado. Exige su ubicación

respecto del derecho procesal en general y del derecho del trabajo, de manera

particular. Obl¡ga a considerar su naturaleza jurídica, las normas que lo regulan, la

interpretación de estas y su necesaria integración; los pr¡ncipios que lo ¡nforman; los

antecedentes, tanto genéricos como propios de la disciplina y, por últ¡mo, los conflictos

a los que el Derecho Procesal se refiere y cuya atención const¡tuye el objeto mismo de

la pretensión laboral"6.

1.3. Princip¡os rectores del derecho procesal laboral

Guillermo Cabanellas indica que: "Los principios generales del derecho son

dictados de la razón admitidos por el legislador como fundamento inmed¡ato de

disposiciones y en los cuales se haya contenido su capital pensamiento"T.

Principio se puede defin¡r tamb¡én como aquellas líneas directrices que informan

6 De Buen Lozano, Néstor. Ob. C¡t. Páq. 43
'ó"0""áll* óJ illi"", érill"iro. o¡"""ion",¡o eíciclopédico de derecho usual. Pég. 180

los

sus



¿iiú(4,d",._1s"+ -+"

i!i s¡t¡¿rr¡u ?r
:*,-.Y

algunas normas e inspiran directa o indirectamente una serie de soluciones por lo Q\.,_:
pueden serv¡r para promover y encauzar Ia aprobac¡ón de nuevas normas, or¡entar la

¡nterpretación de las existentes y resolver los casos no previstos.

Los principios rectores del proceso laboral son las directr¡ces o líneas matrices dentro

de las cuales han de desarrollarse las inst¡tuciones del proceso.

Los principios procesales son la base de sustentación, es la estructura de todo proceso

jurídico, son los criterios de justicia, los mot¡vos por los cuales inspiran al Derecho

Procesal del Trabajo, referente a los pr¡ncip¡os nos surge la duda de que si los

principios del Derecho Procesal del Trabajo son los mismos a los del Derecho Procesal

Civil, Derecho Procesal Penal o inclus¡ve a los principios del Derecho en general, al

respecto se puede afirmar que no existe mayor diferencia entre unos y otros, pero si se

puede decir que la fuente ¡nspiradora de los principios del Derecho del Trabajo es una

Justicia Social, como manda nuestra Constitución Política de la República de

Guatemala al señalar en su Artículo 101. "Derecho del Trabajo. El trabajo es un

derecho de la persona y una obligación social. El régimen laboral del país debe

organizarse conforme a princ¡pios de justic¡a soc¡a1".

Por otra parte se puede dec¡r que los pr¡nc¡pios del derecho del trabajo son el génesis

de esta rama del derecho, podría pensarse debido a que los pr¡ncipios son el origen de

las normas laborales que estos se encuentran inmanentes; pero es todo lo contrario el

dinamismo que experimenta el derecho laboral, contemporáneamente debido a



intensos cambios soc¡ales, económicos, tecnológicos, políticos

transformaciones de los principios del derecho del trabajo, en

qué contenido t¡enen.
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cuanto a cuáles son y

Estas transformac¡ones soc¡ales, políticas y las demás se dan simultáneamente en la

doctrina y por tanto influyen en los d¡versos s¡stemas jurídicoiaborales, según como

vayan modificándose, creándose o derogándose las normas jurid¡coiaborales a lo

largo deltiempo.

Estos cambios a los que se ha hecho alusión cons¡sten a veces en la postulación de

nuevos principios o en la exclus¡ón gradual de otros, o en una generalización de

algunos de ellos dentro del derecho pr¡vado, como acontece por ejemplo con el

pr¡ncip¡o de conservación del contrato.

Al tener establecida ya la diferencia entre los pr¡ncip¡os generales del Derecho y los

pr¡ncipios del Derecho Procesal del Trabajo, se puede analizar aquellos principios que

no son menc¡onados como tales dentro del Derecho Procesal del Trabajo; pero que a

cr¡terio propio si son princip¡os; asimismo se inflere que si la tutelaridad, no es tomada

como principio, si es un pr¡ncip¡o el que el derecho del habajador es tutelar de los

trabajadores; y ¿Que es la tutelaridad? Ante esta interrogante, se establece que es la

que trata de compensar la desjgualdad económ¡ca entre patronos y trabajadores

otorgándoles una protección jurídica preferente y con base a este principio se inf¡ere

que es la razón de ser del Derecho Laboral.
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Como lo establece la Constituc¡ón Política de la República de Guatemala en su Articulo *j/

103: "Tutelaridad de las leyes de trabajo. Las leyes que regulan las relaciones entre

empleadores y el trabajo son conciliator¡as, tutelares para los trabajadores y atenderán

a todos los factores económicos y sociales pert¡nentes. Para el trabajo agricola la ley

tomara especialmente en cuenta sus necesidades y las zonas en que se ejecuta".

Al igual se anal¡za que la lrrenunciab¡l¡dad de los derechos laborales, tampoco es

tomado como principio pero que a criterio prop¡o si es un principio ¡mportante dentro del

Derecho Procesal del Trabajo; esto quiere dec¡r que los derechos consignados en el

Cód¡go del Trabajo y en la Constitución Pol¡t¡ca de la República de Guatemala, son

irrenunc¡ables para los trabajadores, solamente susceptibles de ser superados a través

de la contratac¡ón individual o colectiva, en la forma que fija la ley.

Los pr¡ncipios que informan al Derecho Procesal del Trabajo se clasifican en:

a. Pr¡ncip¡o protector o tutelar de los trabajadores.

b. Princip¡o de impulso procesal.

c. Principio de economía procesal.

d. Princip¡o de celer¡dad.

10



e. Principio de concentración.

f. Princip¡o de senc¡llez.

g. Principio de oralidad.

h. Principio de ¡nmed¡ac¡ón procesal.

i. Princip¡o de publicidad.

i. Principio de prob¡dad o lealtad.

k. Princ¡pio de adquis¡ción procesal.

1.4. Pr¡ncipio protector o tutelar de los trabajadores

Por este principio eljuzgador puede equiparar la s¡tuac¡ón des¡gual de los litigantes, lo

que impl¡ca el otorgam¡ento de los más amplios poderes directores al Juez de trabajo a

lo largo de todo el proceso, de Ia dec¡sión oficial para llenar omisiones y corregir

def¡c¡encias por los litigantes, protector o tutelar de los trabajadores ya que lo que se

trata es de equiparar la desigualdad económica de patrono a trabajador, el patrono

puede esperar mucho tiempo e interponer recursos para dilatar un proceso y de esa

forma el trabajador que es la parte mas débil de la relación laboral, teniendo posibilidad

't1
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económica el patrono de pagar abogados con mucha experienc¡a, mientras que por el\- ll :

otro lado muchas veces n¡ siquiera tienen para pagar un abogado.

EI derecho de trabajo es un Derecho Tutelar de los trabajadores, puesto que trata de

compensar la des¡gualdad económica de estos, otorgándoles un protección juríd¡ca

preferente.

Las pract¡cas e ¡deas del l¡beralismo económ¡co trajeron a la vida social la l¡bertad de

contratación del trabajo, y esto dio lugar al ¡mperio de la diferenc¡a económica entre la

clase cap¡tal¡sta y la clase trabajadora, desde luego a favor de la pr¡mera. Por este

motivo en un régimen democrático es lógico que la desigualdad se compense con un

trato jurídico protector o preferente para la clase débil. EI principio tutelar para los

trabajadores fue incorporado al Derecho Laboral por las doctrinas dadas en diferentes

países, tales como: Alemania, ltalia, en las legislaciones Anglosajonas y

Latinoamericanas.

El carácter proteccion¡sta del Derecho del Trabajo es indispensable porque en la

concepción indiv¡dualista la igualdad de las partes en el contrato de trabajo no puede

ser sino únicamente de apar¡encia.

Como en algunas legislaciones se hacen diferencia de trabajadores, entre obreros y

empleados, por ejemplo, se estima que este principio de Tutelaridad incorporado en el

Código de Trabajo de Guatemala no admite diferencias en cuanto al trabajador a qu¡en
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tutela, porque el Código de Trabajo toma como trabajador tanto al de industria como al --.

del campo, al de comercio y al ¡ntelectual.

1.5. Principio de impulso procesal

Este principio ¡ndica la obl¡gación del Juez de velar porque todas la etapas del proceso

ordinar¡o laboral no se paralice en nuestras leg¡slaciones; esta estipulado que todas las

actuaciones en el proceso serán orales, no siendo necesaria la presentación de

memoriales por parte ¡nteresada, se puede decir que este principio es la contraposición

del princip¡o disposit¡vo por medio del cual la tramitación de todo eljuicio va excluyendo

las antes relacionadas; esta a cargo del tribunal, sin necesidad de que las partes

tengan que solic¡tar absolutamente nada.

Este princ¡pio se encuentra normado en el Articulo 321 del Código de Trabajo, y

establece que salvo los actos de ¡niciación procesal por los cuales las partes se

¡ntroducen al tramite deljuicio (demanda y contestación de demanda) todos y cada uno

de los demás actos procesales que conforman el trámite del proceso deben ser

impulsados de oficio por eljuez de trabajo y previsión social que conoce del trám¡te.

Es decir, que una vez instaurada la demanda, el juez de trabajo tiene la obligación de

precluir y abr¡r todas y cada una de las fases del proceso, a tal cuenta que por virtud

de este princip¡o no existe dentro del Derecho Procesal del Trabajo, la caducidad de la

¡nstancia, pues no es responsab¡lidad de las partes el impulso del trámite del proceso,

13
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trsino lo es del juez de trabajo, a cuenta de quien corre la responsabilidad de

agotando todas y cada una de las etapas procesales.

1.6. Pr¡ncip¡o de economía procesal

Ya que Ia mayoría de juicios ordinarios laborales los interpone un trabajador por no

haber recib¡do sus prestaciones al momento de dejar la empresa para la cual laboraba.

Mediante este pr¡ncip¡o el juez debe ev¡tar Io más pos¡ble la dilación procesal,

concentrando lo más posible la act¡v¡dad procesal en el menor número de audiencias a

efecto de que el mismo sea más breve, ya que el trabajador no podrá soportar la

prolongación de un juicio, este princ¡pio va de Ia mano con el principio de celeridad.

Se infiere entonces de este princip¡o, que este t¡ene por objeto, buscar que el proceso

sea lo más económico posible, es dec¡r que por este princ¡pio se busca que el trámite

del juicio no resulte oneroso. Es importante señatar que la eficac¡a de este principio

depende de la poca formalidad y de senc¡llez, pues cuando más poco formal y sencillo

es el proceso, mas económico puede ser. La economía se puede apreciar en aspectos

tales como la no exigencia de comparecer asesorado por abogado en elju¡c¡o ordinario

y en el conflicto colectivo de carácter económico social, la pos¡bilidad de litigar en

cualquie¡ tipo de papel si se hace por escrito, entre otros ejemplos.

14



1.7. Pr¡ncipio de celeridad

Con este principio lo que se trata es de que la admin¡strac¡ón de justicia actué con

prontitud, resuelva de una manera rápida, ya que el proceso laboral es senc¡llo, en

nuestros tiempos los tribunales de trabajo los han criticado de una manera muy drástica

y severa, esto se debe a la lent¡tud en la que la admin¡stración de justicia resuelve las

resoluc¡ones, los incidentes, las sentenc¡as y pr¡nc¡palmente el abuso de los medios de

¡mpugnación mal utilizados por las partes.

Entonces puede dec¡rse que este principio es el resultado de la eficac¡a de los

princ¡pios de concentración, oralidad, poco formal¡sta e impulso procesal de of¡cio, pues

es el que busca que el trám¡te del proceso se dil¡gencie en forma ráp¡da y sin mayores

dilaciones. De lo anterior puede af¡rmarse con toda certeza que si los principios antes

citados no funcionan graníticamente, entonces el proceso no podrá ser ráp¡do en su

tramitación.

Puede afirmarse que para que exista celeridad procesal debe entenderse en una

apreciación integral la aplicación de todos los princip¡os anteriormente relacionados,

prueba de este pr¡ncipio es la libre disposición en que se deja aljuez, en relación a los

plazos que deben mediar entre la celebración de un acto procesal y otro, pues es de su

criterio de donde depende la fijac¡ón de las audiencias en las que tendrá que irse

desarrollando el proceso, lo cual permite advertir que el proceso debe sufrir un trám¡te

rápido y sencillo.

15



1.8, Pr¡nc¡pio de concentración

Para el autor J.J. Castorena, la concentración signif¡ca "que todas las acciones,

excepc¡ones e inc¡dentes que se susciten con motivo de la apl¡cac¡ón de Ia norma, se

planteen en un solo acto y se resuelvan en el laudo juntamente con lo pr¡ncipal, en

resumen Ia concentración trata de que se d¡l¡genc¡en el mayor número de actos

procesales en el menor número de aud¡encias"8.

Este pr¡nc¡pio puede apreciarse en el contenido de los Articulos 335, 337 y 338 del

Código de Trabajo y su f¡nalidad es buscar que se di'igencie la mayoría o totalidad de

actos procesales de que se compone el ju¡cio, en una sola audiencia, o en el menor

número de audiencias posible. Es decir, que este princip¡o determina que elju¡c¡o deba

d¡ligenciarse en aud¡enc¡as sucesivas, con el objeto de que el juicio concluya

rápidamente. Der¡vado de este principio es que el juic¡o puede empezar y term¡nar en

una misma audiencia, con lo cual únicamente quedaría pend¡ente de dictarse el acto

procesal de la sentenc¡a.

1.9. Princip¡o de senc¡llez

Desde luego, el Derecho Laboral va dirig¡do a un sector más abundante de la

población, que en términos generales no accede a altos niveles de preparación y

educación en general, este derecho debe formularse en términos sencillos de fácil

3 Chicas Hernández, RaúlAntonio. tntroducc¡ón al derecho procesal del trabajo. Pág. 29.
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aplicación y asimilación, ello sin perjuicio de su sustentación juríd¡ca n¡ de los requisitos

formales básicos.

Este principio se material¡za con mayor relevanc¡a en el Derecho Procesal del Trabajo,

en donde se invoca constantemente su vocación no formal¡sta en beneficio de esa gran

mayoría laboral.

Sin embargo, deben establecer claramente ciertos límites a esa proclamada

informalidad, a riesgo de afectar su propia estructura y orden sistemático porque debe

entenderse que ciertos formalismos son necesar¡os para el desarrollo de un proceso,

por lo que debe interpretarse y aplicarse al respecto lo ind¡cado en el quinto

considerando del Cód¡go de Trabajo que dice que deben establecerse un conjunto de

normas procesales claras, sencillas y desprovistas de mayores formalismos. No se

trata de una disc¡pl¡na antiformalista como algunos dicen, en todo caso es no formalista

ya que ciertas formalidades nunca deben pasar por alto, toda vez que se comprende

dentro del mundo juridico.

Se puede concluir que este pr¡ncipio es uno de los que más afinidad guarda con la

poca formalidad y concentrac¡ón, pues radica en la facil¡dad que se da a las partes de

acceder al trámite del proceso sin la ex¡gencia de mayores requ¡sitos y formalidades,

por eso puede decirse que la sencillez depende de cuán formal¡sta sea el proceso,

pues si el proceso es poco formal, obligadamente será tamb¡én sencillo.

17



1.10. Principio de oralidad

Este principio se refiere a que durante toda la sustanciación del proceso, es decir

desde su iniciación y sustentación predomina la Oralidad.

Este principio trata de que todas las actuaciones dentro de los tribunales sean orales,

con esto se estaría cumpliendo con los principios, de economía procesal y sencillez, en

nuestro medio no se ha podido adaptar este principio, ya que no se puede establecer

en las audiencias ni documentarse mediante actas ya que aun se pueden evacuar por

medio de escritos.

Este principio se encuentra regulado en el Artículo 321 del Código de Trabajo, en el

cual se establece que: "El procedimiento en todos los ju¡c¡os de Trabajo y Prev¡s¡ón

Soc¡al, es oral". De la simple leclura de esta disposición se establece que la Oralidad

prevalecerá siempre ante el principio de escritura.

Este principio se explica señalando que todos los actos del proceso, parten desde la

misma demanda y deben dil¡genciarse en forma oral, de tal cuenta que actos

procesales como el ¡nterrogatorio dir¡gido a los testigos, la articulación de posiciones y

la misma sentencia, podrían dictarse en forma oral, porque esta es la Naturaleza

Jurídica el cual rige en sus actuaciones procesales.

Sin embargo la ef¡cacia de ia oralidad se ve vulnerada, porque dentro de las legislac¡ón

18
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laboral no se excluye la posibilidad de que las partes puedan actuar por escrito, lo que

en la práctica ha inclinado a que éstas, en varios casos, prefieran la actuación escrita

sobre la actuac¡ón oral, lo cual genera que se desnaturalice la oral¡dad y que la

preparación de los mismos asesores para actuar en forma oral sea deficiente. Puede

af¡rmarse que la referencia por la actuac¡ón escrita deviene del temor que observan

algunos profesionales del derecho a la actuación oral, porque esta última conlleva una

preparación en oratoria forense, que se traduce en manejar técnica y ampliamente en

todas las áreas de conocimiento Jurid¡co.

1.11. Pr¡ncipio de inmediación procesal

Este princip¡o consiste en que eljuez esté en constante contacto directo y personal con

las partes durante la substanciación del procedim¡ento.

Según el autor Alvaro Gutiérrez Zaldivar, este pr¡ncipio se refiere a que el juez de

trabajo debe guardar un contacto necesario con las partes en todas y cada una de las

fases deljuicio y no solo en el momento de la recepción de los medios de prueba.

Este pr¡ncipio es parcialmente observado pues en la práct¡ca, son pocos los juzgados

donde eljuez de trabajo esta presente en todos los actos procesales del juicio.

Este principio se encuentra regulado en el Artículo 321 del Código de Trabajo, y

consiste en la obligación que la ley de trabajo impone al juez de trabajo y previsión

'19



social, para permanecer en todas y cada una de las diligencjas que dentro de las

audiencias se lleven a cabo en el fámite del juicio. Lo anter¡or significa que la

inmediación procesal no se l¡mita únicamente a que eljuez de trabajo esté en contacto

con las partes al momento de la recepción de las pruebas, sino que ese contacto se

extiende a todos los actos procesales deljuicio en donde por ley el juez debe controlar

la intervención y la actuación de las partes, como verdadero instructor del trám¡te del

juic¡o, pues es dentro de las audiencias por el carácter concentrado de este, en donde

las partes formulan sus respect¡vas alegac¡ones y donde Ie juez debe ir conociéndolas

y resolviéndolas, además de notiflcar dentro de las mismas audiencias, lo resuelto a las

partes.

Esto exige que el juez tenga, imperat¡vamente, que estar presente dentro de la

aud¡encia, ya que de lo contrario el juicio se desarrollaria sin la presenc¡a de este

principio por la no presenc¡a del juez, lo que llevaría a un defectuoso desarrollo del

proceso.

1.12. Princ¡p¡o de publicidad

Con respecto a este principio la Constitución Política de la República de Guatemala,

segundo párrafo es clara al ¡nd¡car en su Artículo 14, que los abogados que hayan sido

designados por los interesados, en forma verbal o escr¡ta, tienen derecho de conocer,

personalmente, todas las actuac¡ones; esto pues cons¡ste en el derecho que tienen las

partes y hasta terceras personas, a presenciar todas las diligencias, examinar los aulos

20



y escritos de las partes,

razonable de índole moral.

excepto de aquellas actuaciones que merezcan

1.13. Princ¡p¡o de probidad o lealtad

Consiste en la obligación que tienen las partes y sus abogados asesores de lit¡gar de

buena fe en el juicio, con el complemento de sancionar a los que afecten la ética

profesional, por lo que debe dejarse al juzgador el mas amplio poder disc¡pl¡nario para

sancionar a los litigantes y Abogados que traten de valerse de maniobras sorpresivas y

que retarden mal¡ciosamente el proceso laboral.
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CAPÍTULO II

2. Derecho procesal colect¡vo de trabajo

Es el conjunto de normas jurídicas, princ¡p¡os e ¡nst¡tuc¡ones que regulan el

conocimiento y resolución de los conflictos colectivos de carácter económico y social,

originados en las controversias surgidas con ocasión del trabajo entre las formas de

organizac¡ón de los trabajadores y el patrono o los patronos.

Su función es la de regular y verificar los procesos colect¡vos laborales de carácter

económico social. El proceso colectivo del trabajo se ha const¡tuido en el mecan¡smo

judic¡al que busca la solución de los conflictos de naturaleza colect¡va surgidos con

ocasión del trabajo. En algunas naciones se ha cons¡derado como última pos¡bil¡dad la

de llevar anie las ¡nstancias judiciales el conoc¡miento y soluc¡ón de estos conflictos,

pues se considera que su solución se hace mas viable a través de medios

extrajudiciales como la conc¡liación y el arbitraje que en esos lugares tienen tal

caÉcter. De esto deriva que se haya priv¡legiado allí la utilización de mecan¡smos como

los relacionados sobre el planteamiento de los confl¡ctos ante la instancia jud¡c¡al.

En países como el nuesrro esta situación se aprecia en forma inverrida a ra reracionada

derivado de que los mecanismos extrajudjc¡ales han tenido poca o ninguna ef¡cacia y

su fracaso ha sido estruendoso, por e o ha pr¡viregiado er trasrado der conoc¡miento y

resoluc¡ón de los conflictos colect¡vos ante las instancias jurisd¡ccionales que aunque a
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veces lentas, espec¡almente por la retardación que el empleador intenta hacer contra el -

impulso del proceso, se han presentado como la forma que ha hecho mas viable la

soluc¡ón de la controversia en que se ha originado el conflicto.

"En cambio nuestra legislación adopta un modelo de proceso colect¡vo en donde se

dota al juez de facultades para extender el conoc¡miento y resolución de los asuntos

derivados del confl¡cto colectivo a terceros distintos de las partes que intervienen dentro

del mismo a quienes podrá afectar con la decisión tomada en el juicio; asimismo se

dota al juez de facultades relativas no únicamente a conferir derechos en la sentencia

que se encuentran previamente establecidos en las leyes e incluso distintos y por

encima de los ped¡dos como pretensiones por las partes dentro del proceso"e.

Esta caracteristica de nuestro proceso colectivo puede decirse que obedece a que el

legislador dispuso conferir tales facultades a los juzgadores tomando en cuenta que

había que privilegiar, no solo la soluc¡ón a la controvers¡a que habia motivado el

conflicto, sino garant¡zar la paz y la concordanc¡a en la empresa por largo tiempo, por

ello, le dotó de facultades que le perm¡tieran asegurar por todos los medios este objeto.

Por otro lado, se puede abstraer a que la m¡sma naturaleza y dinám¡ca del derecho

colectivo permite a las partes mediante la negociación colectiva crear el ordenamiento

legal que con carácter de ley profesional regirá relac¡ones de trabajo en la empresa y

que vendrá a desplazar por tener que ser más beneficioso para los trabajadores al

ordenamiento legal que fue producto del debido proceso leg¡slativo. Por ello, no puede

e Franco López. César Landelino. Ob. Cit. Pág. 2
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en ningún caso resultar motivo de alarma o suspicac¡as, el que en el proceso colectivJ\l' l /

se dote a los juzgadores de facultades para crear regulaciones colect¡vas que permitan

terminar con la controversia que motivó el conflicto, y a la vez, asegurar la paz en la

empresa.

Dentro de los antecedentes del proceso colectivo merece especial atención el carácter

permanente que los órganos jurisdiccionales encargados de conocer y resolver su

trámite deben observar lo que se traduciria no solo en su imparcialidad para con los

asuntos que deba conocer, sino en que se ¡nstituya una pronta y cumplida justicia en

ese ámb¡to

En el caso del derecho procesal colectivo del trabajo de Guatemala, el tribunal de

trabajo con competenc¡a en materia colect¡va se ha const¡tuido con carácter

permanente desde el año de m¡l novecientos noventa y dos, cuando se reformó entre

otros elArtículo 294 del Código de Trabajo y se dispuso que estos debían de integrarse

permanentemente en cada juzgado de trabajo y previsión soc¡al que existiera en el

pais. El objeto de la reforma era ev¡dentemente corregir la problemática que su carácter

acc¡dental para su integración había presentado en años pasados, porque

precisamente de él se habían valido muchos empleadores para boicotear su

¡ntegración.

Algunos autores han emitido críticas sobre el Derecho Procesal Colectivo del Trabajo,

que se transcriben a continuación, porque tienen caraclerísticas con el nuestro, entre
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ellos Guillermo cabanellas, c¡tado por el Doctor Landelino Franco, indica que "se le \-l::'''''

achaca princ¡palmente que propugna la solución judicial de los conflictos colectivos de

trabajo en la posibilidad de que ¡a magistratura que ent¡enda en esos conflictos termine

por politizarse, como consecuenc¡a de su intervención reiterada en conflictos que

pueden presentar ese carácter. Se estima además que un conflicto de esta índole no

puede resolverlo un juez de derecho, no solo por falta de conocimiento de todos los

ramos de la industria del comercio, s¡no porque su actuación constante en la resolución

de conflictos colectivos de trabajo donde tantos intereses se promueven, terminaría por

agotar su prestig¡o por mucho que este fuera, todo juez deberá cons¡derar en su

actuación informes de terceros que prevalecerán def¡nitivamente en su sentencia; y

tales terceros. en forma indirecta, principalmente en los conflictos de intereses

representaran papel de árbitro, pues su d¡ctamen tendrá fuerza de obligar por el hecho

de la sentencia"lo.

Por su lado, Carlos Alarcón citado por el Doctor Landelino Franco señala: 'Admitir que

los tribunales de just¡cia resuelvan conflictos de ¡ntereses, es decir, conflictos en los

que por no existir una norma legal, se obligaría al juzgador a crearla, const¡tuye un

paso gravísimo, no solo por la invasión de facultades correspondientes a otros poderes

del Estado, sino porque ¡ndefectiblemente, llevaría a los estrados de la justicia

problemas políticos que solo pueden resolverse con criterio político. Conduciría,

senc¡llamente, al desprestig¡o de los jueces tanto porque, al no existir una norma previa

para la interpretación, cada juez buscaría la soluc¡ón de acuerdo con sus preferenc¡as,

lo que generaria de ser la parte obrera la perjudicada por la declaración de huelga

'o tbia. cag. z
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como medio de lucha de manera inev¡table. Asimismo quedaría desconocida la\"', '

resolución judicial; y los jueces que la hubiesen adoptado se verían en una s¡tuación

bastante desairada, no solo porque esto representaria la inobservanc¡a de sus fallos,

sino porque también al f¡nal podría hacérseles responsables del agravam¡ento del

conflicto"11.

Por otra parte y dentro de los antecedentes del proceso colect¡vo del trabaio, merece

especial atención lo relat¡vo a la especialidad que deben tener los juzgadores a qu¡enes

se haya dotado de jurisdicción paa juzgat en ese ámbito, sobre todo si se toma en

cuenta que en cualqu¡er parte del mundo, pero espec¡almente en Guatemala, esta es

un área del Derecho Procesal muy eñraordinaria y muy poco parecida a todas las

demás áreas del Derecho Procesal, lo que hace indispensable que los juzgadores

deban de tener conoc¡mientos especializados en la materia, s¡no también en relación a

cuestiones de naturaleza económico social.

En conclusión se puede establecer que es por virtud de esta disciplina procesal, que

las divergencias o controversias en materia económica y social surg¡das entre

trabajadores y empleadores se somelen a conocim¡ento de los tribunales de trabajo.

2.1. La jur¡sdicción pr¡vativa

En este aspeclo es necesar¡o citar una definición sobre la Jurisdicc¡ón, con el objeto de

¡lustrar aún más este estudio; consistiendo esta "en la func¡ón públ¡ca, realizada por

" mio. eag. e.
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órganos competentes del Estado, con las formas requeridas por la ley, en virtud de la

cual, por acto de juicio, se determ¡na el derecho de las partes, con el objeto de d¡rimir

sus conflictos y controversias de relevanc¡a jurídica, mediante decisiones con autor¡dad

de cosa juzgada, eventualmente factibles de ejecución. La jur¡sd¡cc¡ón es autónoma,

puesto que cada Estado la ejerce soberanamente, y es exclusiva, tanto en el sent¡do de

que los particulares no pueden ejercerla, como porque cada Estado la apl¡ca con

perscidenc¡a y exclus¡ón de los otros. Y debe ser independiente frente a los otros

órganos det Estado y a los Particulares"l2.

La existencia de tribunales especializados de trabajo constituye uno de los avances

significativos en el desarrollo del derecho procesal del trabajo, sobre todo si esa

jurisd¡cción espec¡al se acompaña de un procedimiento también espec¡al.

La idea de la jurisd¡cción privativa de trabajo o especial, como también se le suele

denominar, esta largamente establecida en lberoamérica, como expresión de lo que en

su momento represenló una nueva concepc¡ón del derecho procesal, que todavía hoy

proyecta una viva discusión sobre la autonomía o no del derecho procesal del fabajo.

En este sent¡do, la necesidad de esta jurisd¡cción especial surge del reconoc¡miento de

la autonomia del derecho del trabajo (en sent¡do mater¡al); de la existencia de normas

procesales propias, y, comparativamente, de la tradicional lentitud y onerosidad de los

procesos ante ¡a jurisdicción común, que contrastan con las exigencias de una justic¡a

ráp¡da y simplificada para las causas laborales.

1'?Salazar Muñoz, Cynthia. Función jur¡sd¡cc¡onal y adm¡n¡strativa del o¡gan¡smo ¡ud¡c¡al. Pág.6.
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Debe precisarse que corresponde a la jurisdicción privativa de trabajo el conocimiento y

decisión, por via jur¡sdicc¡onal, de determinados conflictos de trabajo. Esa es su func¡ón

t¡pica y propia, y la regla general es que se le ha atribuido la función jur¡sd¡ccional a los

tribunales de trabajo, c¡rcunscr¡ta a los conflictos juridicos o soc¡ales según sean

individuales o colectivos.

La jurisd¡cción de la justicia de trabajo abarca no solo a los conflictos entre trabajadores

y empleadores, sino tamblén a determinados conflictos de trabajo entre sindicatos de

trabajadores; entre un sind¡cato y uno o más de sus miembros, entre un sind¡cato y uno

o más trabajadores que no son miembros de dicho sindicato, y entre empleadores o

entre un empleador y un tercero (en la parte de tales conflictos que se atr¡buya a los

tribunales de trabajo, ¡ncluso como parte de con uno o mas trabajadores). En todos

estos casos deberá tratarse de conflictos relacionados con la api¡cación de normas

laborales o por razón de relaciones de trabajo, así mismo sobre los conflictos

derivados de la seguridad social.

Una función accesoria de la just¡cia laboral es la de ejercer funciones de conc¡l¡ación,

en las cuales el tribunal o la autoridad jurisdicc¡onal no dec¡de el conflicto, pero

interviene como tercero que auxilia a las partes en la búsqueda de un acuerdo; esta

función en los conflictos de carácter individual o colect¡vo, es una característica del

proceso laboral, "v¡sta desde la naturaleza jurid¡ca contractual"l3. La conciliación es

una etapa procesal obligatoria, como una etapa separada de la audienc¡a relat¡va a la

presentac¡ón y práctica de pruebas.

13 Bonilla, Gustavo Derecho procesaldet trabajo I (derecho procesal ¡ndiv¡dual). Pág. 2.



Por cons¡guiente la jurisdicc¡ón del trabajo es privativa porque el juez que juzga en este -'

ámbito debe hacerlo con absoluta exclusiv¡dad, de lo que se advierte que todos los

conflictos relativos al fabajo deben estar somet¡dos a su conocimiento pues es a e¡los

a los únicos que les compete juzgar y ejecutar lo juzgado en aquellos conflictos.

Con base a lo anterior, puede afirmarse que ei term¡no pr¡vativo se refiere a que el

ejerc¡cio de la jurisdicción en este ámbito debe corresponder exclusivamente a los

jueces de trabajo y prev¡sión social a quienes debe facultarse para impartir la justicia

exclusivamente en este ámbito; as¡ se desprende de lo normado en el Artículo 283 del

Código de Trabajo.

2.2. Otganización de los tr¡bunales de trabajo en materia procesal colectiva

El origen del término juzgado es netamente español. Para señalar la posible aparic¡ón y

evolución de la voz se debe recurrir obligadamente a su formac¡ón h¡stórica, al proceso

que le precedió así como también al que coexistió, que sin duda habrá contr¡buido a su

transformación.

En Guatemala la función jurisdiccional de los Juzgados de Trabajo ha tenido varias

etapas en el derecho guatemalteco, el antecedente más directo y sobresaliente de la

creación de dichos órganos jurisdiccionales se inician con el Código de Trabajo em¡tido

en el año de mil novecientos cuarenta y siete, Decreto 330 del Congreso de la

República, fue en ese período en el que el derecho laboral en Guatemala cobra auge,
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cualitativa y cuantitativamente, se legisla con sinceridad y se crean por primera vez los

órganos e instrumentos indispensables para que buena parte de la legjslación no sea

letra muerta, es por ello que el período de la revoluc¡ón de octubre estableció los

c¡mientos para crear un Estado de derecho.

Aunque la func¡ón jurisd¡ccional en mater¡a laboral con anterioridad, era ejerc¡da por

órganos de materia civil, fue importante crear organismos con función espec¡alizada en

el derecho laboral; fue así cuando el Decreto 330 del Congreso de la República

promulgado el uno de mayo de mil novec¡entos cuarenta y siete, en su parte

considerativa señala que pata la eficaz apl¡cación del Código de Trabajo es necesario

crear un sistema flexible y moderno de Tribunales de Trabajo y Previsión Social.

Los tribunales de trabajo y previsión social observan una forma de organización en

materia procesal individual del trabajo y otra distinta en materia procesal colectiva del

kabajo.

En esta rama del derecho procesal del trabajo, los tr¡bunales de trabajo y previsión

social observan una organización distinta derivado de que dentro del conocimiento de

los juzgados de trabajo y previsión social de pr¡mera instancia va poder darse tamb¡én

el conocimiento de los tribunales de conciliac¡ón y de los tr¡bunales de arbikaje; y el

examen y revisión de lo resuelto por estos va ser objeto de un trámite de segunda

instancia a cargo de las salas de la corte de apelaciones de trabajo y prev¡s¡ón social.
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juzgados de trabajo y previsión social, se encuentra estructurado de la forma siguiente:

2.3. Juzgados de trabajo y previsión social de primera ¡nstanc¡a en materia

procesal colect¡va

Estos juzgados de acuerdo a lo que establece el Articulo 292 del Código de Trabajo,

Decreto Número 1441del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala, son los que tienen

bajo su responsabilidad el conocer:

a) De todos aquellos conflictos colectivos de carácter económico social, cuyo

propós¡to sea obligar al empleador a la const¡tuc¡ón de nuevos y mejores derechos

a favor de los trabajadores y a la cons¡gu¡ente adecuac¡ón de todos los contratos

ind¡viduales de trabajo vigentes en el centro de trabajo;

b) De todos aquellos conflictos colectivos de carácter jurídico o de derecho, surg¡dos

con motivo del incumplim¡ento e inobservancia de los instrumentos de normación

colectiva celebrados entre los trabajadores coaligados o sindicalizados y el patrono;

y cuyo objeto sea obligar al cumpl¡miento y observancia de los derechos

previamente establec¡dos.

c) De todos los conflictos de carácter económ¡co, una vez se hayan constituido en

tribunales de arbitraje.
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tribunales de conciliación y hayan pod¡do resolver la controversia surgida en esa

etapa procesal del confl¡cto.

e) De todas las incidencias que deriven del hám¡te del conflicto colect¡vo de carácter

económico social dentro de las que se incluyen las d¡ligenc¡as de re¡nstalac¡ón, los

incidentes de autorización de terminación de contrato de trabajo, los ¡nc¡dentes de

represalias y los incidentes para declarar la ilegalidad o la ¡legitimidad de la huelga.

2.4. Los tr¡bunales de conciliación

Estos tribunales se integran de manera pluripersonal y su regulación se encuentra

normada en los Artículos del 293 al 299 del Código de Trabajo. Su intervención se da

en la etapa procesal denominada fase de conciliación dentro del trámite de confl¡cto de

carácter económico social y tiene por objeto buscar avenir a las partes en conflicto

sugiriendo formas ecuánimes de arreglo que permitan concluir el conflicto con un

convenio colectivo suscrito por las partes. La resoluc¡ón que emana de este tr¡bunal no

tiene carácter obligatorio y vinculante sobre las partes que intervienen dentro del

conflicto colectivo, a tal cuenta que su función termina, de no haber acuerdo entre las

partes, con un pliego de recomendaciones que se dicta a manera de sugerir a las

partes su adopción para terminar el conflicto.

Para ser integrante del Tribunal de conc¡liación, ya sea como representante del sector
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de los patronos o de los trabajadores, se debe cumplir con los requ¡sitos establecidos 

\9

en los Artículos 295 y 296 del Código de Trabajo: deben ser guatemaltecos de los

comprendidos en el Articulo 144 de la Constitución Polít¡ca de la República de

Guatemala, mayor de 21 años, saber leer y escribir, ser de buena conducta, ciudadano

en ejercic¡o de sus derechos y del estado seglar, estar domic¡l¡ado en la zona

jur¡sdicc¡onal del juzgado respectivo. Fungen el cargo durante un año. El desempeño

del cargo es público y obligatorio, son remunerados por d¡etas equivalentes a los

emolumentos devengados por el Juez de Trabajo y Previsión Social y proporcionados a

los días de trabajo.

No pueden ser conciliadores los Abogados ni los miembros del Organismo Judicial,

salvo el Pres¡dente del Tribunal; s¡no únicamente aquellos que no sean versados en

derecho, o sea jueces legos.

En los Tribunales de Conciliación las del¡beraciones son secretas, las decisiones serán

tomadas por mayoría de votos de los miembros, la votac¡ón debe efectuarse el mismo

día señalado para el fallo, las resoluciones deben ser f¡rmadas por todos los miembros

del Tribunal aunque alguno votare en contra, a excepción de las resoluc¡ones de

trámite que únicamente serán firmadas por el Pres¡dente del Tribunal y su Secretario.

Finalmente, Ia función transitoria de estos tribunales concluye cuando termina la etapa

procesal del conflicto dentro de la que intervienen.
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2,5. Los tr¡bunales de arbitraje

Estos tribunales contrariamente a los de conci¡iación se integran de manera eventual

dentro del trámite del confl¡cto colectivo de carácter económico social, es dec¡r, que su

integración depende de que concurran las c¡rcunstancias determinadas en la ley para

que pueda presentarse un caso de arb¡traje potestativo o bien, un caso de arbitraje

obligatorio. De todas maneras, en el caso que sea necesaria su integración, deberán

constituirse dentro del conflicto colectivo y su objeto será el conocim¡ento y resolución

de la controversia surgida mediante la correspondiente sentencia o laudo arbitral que al

término del procedimiento deberán dictar.

"La legislación laboral guatemalteca confiere a los tr¡bunales de arbitraje, amplias

facultades para conocer y en su oportunidad proferir su sentencia o laudo arbitral, sin

neces¡dad de que se perfeccione med¡ante "EXEQUATUR" u otro acto de

homologac¡ón, por lo que se sostiene que los tribunales de arbitraje pueden dictar

sentencia por sí m¡smos con la ef¡cacia procesal de una declaración de certeza

jufldrca

La integración de estos tribunales es similar a la de los tribunales de conciliación, por

cuanto serán presididos por el mismo juez de trabajo y previsión soc¡al titular del

juzgado de trabajo y previsión social en donde se tramita el conflicto, y se

complementará su integración con dosjueces legos vocales des¡gnados por la Corte

Suprema de Justica, de entre los representantes patronales y sindicales propuestos por

ra Chicas Hernández, RaúlAntonio. Derecho Colecl¡vo deltrabajo. Pág. 238
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las respect¡vas organ¡zaciones de patronos y trabajadores.

Las diferencias más importantes de estos tribunales con los de conc¡liación, son las

relat¡vas a que sus decisiones sí vinculan a las partes que ¡nterv¡enen dentro del

conflicto colectivo, pues tienen carácter coactivo y Io que es más importante aún, las

decisiones de estos tribunales expresadas en la sentenc¡a arb¡tral asumen la función de

un instrumento de normación colectiva que va a regir las relaciones de trabajo en la

empresa mediante la constitución de nuevas y mejores condiciones deltrabajo.

2.6. Salas de la corte de apelaciones de trabajo y previs¡ón social

El objeto del conocimiento de estos tribunales integrados plur¡personalmente, es

examinar y revisar todo lo resuelto en primera instancia por los juzgados de trabajo y

previsión social. Las salas de trabajo y prev¡s¡ón social en materia procesal colectiva

también constituyen los tribunales de apelación cuyo objeto va ser el revisar y examinar

lo resuelto en primera instancia por los tribunales de arbitraje en las sentencias

arbitrales.

Las salas de la corte de apelaciones de fabajo y previsión soc¡al, es un Tribunal

Coleg¡ado, ya que d¡chos órganos están formados por tres magistrados titulares o

propietarios y tres magistrados suplentes.

Sin embargo debede tenerse presente que estos tr¡bunales en casos de excepción

.Jt)
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4. Sala cuarta: conoce en grado de las resoluciones dictadas por los juzgados de

Escu¡ntla, Such¡tepéquez, Huehuetenango, Retalhuleu, San Marcos y

Quetzaltenango.

Raúl Anton¡o Chicas Hernández critica a los leg¡sladores "por no seguir contemplando

la integración de las Salas de Apelac¡ones, que conocen de los conflictos colectivos en

segunda instancia, en la misma forma tripart¡ta que los de primera instancia, ya que en

nuestro país las Salas de Apelaciones están integradas por Jueces de Derecho, lo cual

desvirtúa el criterio que se sigue en primera instancia"ls.

2.7. Confl¡ctos de jur¡sdicción

El autor Jaime Guasp, en cuanto a este tema relaciona que : "La existenc¡a de distintas

act¡vidades estatales, cada una con una función especifica y la imposib¡lidad de trazar

con toda precis¡ón la línea divisoria que entre ellas debe existir, explica el nacimiento

de conflictos jurisdiccionales cuando dos o más órganos del Estado pretenden

intervenir en un mismo asunto, cuando dos o mas órganos del Estado pretenden

apartarse de un mismo asunto y cuando dos o mas órganos del Estado pretenden

apartarse respecto de un mismo asunto de su intervención en é1"16.

'51¡¡¿. p¿q tzs.
16 Guasp, Jaime. Derecho procesal civ¡l. Pág. 114.
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El autor Guillermo Cabanellas de Torres, al confl¡cto de jurisdicción lo denom¡na como V

conflicto de atribuciones y lo hace de la siguiente manera: "Situación que surge entre

autoridades judic¡ales o admin¡strativas cuando cada una de ellas se considera al

mismo tiempo con facultades para conocer, deliberar o resolver sobre determinado

asunto"17-

El decreto número 64-76 del Congreso de la República, Ley del Tribunal de Conflictos

de Jurisdicción, establece por conflicto de jurisdicción la contienda surg¡da entre la

administración pública y la jur¡sdicción ord¡nar¡a o privativa de los tribunales de la

República, o bien, los que surjan entre el tribunal de lo contencioso admin¡strat¡vo y 
'os

de la jurisd¡cción ord¡naria o pr¡vativa. Es decir que para que exista conflicto debe haber

intromisión de la adm¡nistración pública en la jurisdicción de los tribunales, o v¡ceversa;

y tamb¡én intromisión del tribunal de lo contencioso administrativo en la jurisdicción o

viceversa.

El Código de Trabajo, como ley especial, regula que para los casos de confl¡ctos de

jurisdicción que surjan entre un tribunal de trabajo y una autoridad que no pertenezca al

Organ¡smo Judicial, rigen las reglas conten¡das en la Ley del Organismo Jud¡cial. Por

su parte, el Artículo 311, del mismo cuerpo c¡tado, ¡ndica que resueltos los confl¡ctos de

jurisdicción por el tribunal respectivo, las actuac¡ones deben de rem¡tirse a la mayor

brevedad posible, al juez que se estime competente para conocer del proceso.

Una vez planteado un conflicto de jurisdicción, el Juezde Trabajo y Prev¡s¡ón Social

17 cabanellas De Torres, Guillermo Ob. cit. Pág. 85.
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carece de la facultad legal de rechazarlo, aunque a todas luces su ¡nterposición ha sido '

con el objeto de obstaculizar el proceso; ya que una vez presentado el conflicto ante el

tribunal respectivo, este debe dejar de conocer y remitir las actuaciones dentro de cinco

días siguientes al Tribunal de Conflictos de Jurisdicción para que resuelva en lo que

haya lugar.

Cabe mencionar que no compete al Tribunal de conflictos de jurisdicción conocer de los

asuntos de competencia que se originen con motivo del planteam¡ento del juicio

ordinario laboral, pues para este efecto existe como dilator¡a la excepción de

incompetencia que debe ser promovida de acuerdo con lo que establece elArtículo 309

del Código de Trabajo y 1 17 de la Ley del Organismo Judicial.

El objetivo de promover un conflicto de jurisdicción, mayormente en la práctica por

parte patronal; en el proceso ordinario laboral es para crear un obstáculo y retardo

trámite deljuicio mismo, así como para entorpecer su desarrollo normal.

2.8. lmpedimentos, excusas y recusac¡ones

Los impedimentos, excusas y recusaciones son medios que tiene previstos la ley con el

objeto de garantizar la ¡mparcialidad deljuez en el ejercicio de su función jurisdiccional,

imparcialidad que tiene como presupuesto necesario la independencia judicial y son

mot¡vadas por la función que realizan los jueces, tomando en consideración que

constituyen mecanismos viables para el juez o para las partes procesales, en su

la

al
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conocimiento de determ¡nados procesos que por c¡rcunstancias externas podrían v¡c¡ar ---

el mismo y su aparec¡miento y regulac¡ón que perm¡te a la administración de justicia, y

en especial a los fines del proceso, que este sea lo más transparente, justo y

legalmente posible.

Hernando Londoño Jiménez explica: S¡ como es cierto la función jurisdiccional debe

ejercerse sin sombras de sospecha y de duda acerca de la imparcialidad e

independencia de los jueces y mag¡strados, ya que la ley ha prev¡sto mecan¡smos

procesales paa garanlizar y proteger esas garantias hac¡a una recta y debida

administración de justica.

De ahi la preocupación que se ha observado durante el desarrollo del derecho procesal

en general, lo cual ha obl¡gado la creación de instituciones que permitan mantener la

imparc¡alidad de los juzgadores como representantes del órgano jurisdicc¡onal al que

pertenecen, ya que al estar sus dec¡s¡ones basadas en apreciaciones personales

respecto de las partes de un proceso cualquiera, dicha resolución puede generar

incidencias procesales. A continuación se desarrollaran estas instituciones:

a) lmpedimentos: los impedimentos se derivan de c¡ertas c¡rcunstancias que

determinan la exclusión deljuez de manera absoluta. Desde el punto de vista procesal,

los impedimentos, son causas, exigenc¡as o prohibiciones que se oponen a la ejecución

de determinado acto jurídico, con los efectos de nulidad, penal o de otra índole en cada

caso establecido.
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Gu¡llermo Cabanellas indica al respecto que "los impedimentos pueden definirse como

aquellos obstáculos legales que no permiten a un juez conocer en un caso

determinado"rs.

De lo anterior se desprende que los impedimentos constituyen también otro medio por

el cual eljuez de trabajo y previsión social se inhibe de seguir conociendo el trámite del

asunto que ha sido somet¡do a su conocimiento, por considerar que su actuación

podría enmarcarse dentro de las causales de impedimento contenidas en el Artículo

122 de la Ley del Organismo Judicial. La particularidad de los ¡mpedimentos radica en

que estos solo pueden ser resueltos por el propio juez de trabajo y previsión social,

qu¡en es el que en todo caso, hace del conocimiento de las partes la causal de

impedimento que tiene para seguir conociendo y con base en ella se ¡nhibe de

continuar dentro del proceso.

b) Excusas: sucede cuando el Juez se abstiene de conocer porque concurre algún

mot¡vo que le priva la libertad de actuar con independencia o imparcialidad en el asunto

somet¡do a su conocimiento.

Se denominan así, porque son invocadas por las partes como impedimentos y estas

pretenden hacerlos valer para que el Juez de trabajo y previs¡ón social deje de conocer

del asunto y de esa manera ev¡tar que actúe con parcialidad, con fundamento en

considerar que la actuación de este se encuadra en alguna de las causales de excusa

normadas en el Artículo 123 de la Ley del Organismo Judicial.

tu l¡¡¿.
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De acuerdo con Guillermo Cabanellas. "excusa const¡tuye la razón o causa para

eximirse o librarse del conoc¡miento del proceso o bien el motivo fundado con base en

el cual las partes pueden pedir al juez que deje de conocer de un determinado

asunto"l9

Debe entenderse entonces que la excusa const¡tuye un medio para separar del

conocim¡ento del proceso al juzgador, debiéndose tomar en cuenta que en todo caso,

la excusa es una facultad del juzgador que se encuentra en su derecho de aceptarla o

no.

c) Recusaciones: la recusación es Ia facultad que la ley concede a las partes en juicio

para reclamar que un juez, o uno o varios miembros de un tribunal coleg¡ado, se

aparten del conocimiento de un determinado asunto, por considerar que tienen interés

en el mismo o que lo han prejuzgado. En ciertos casos, la recusac¡ón puede hacerse

s¡n expresar la causa, pero lo corriente es que se haga alegando que el recusado se

encuentra comprendido en alguna de las causales que taxativamente enumera el

articulo '125 de la Ley del Organ¡smo Judicial.

Guillermo Cabenellas indica que recusar es "una acción o efecto de recusar, esto es, el

acto por el cual se excepciona o rechaza a un juez para que entienda o conozca de la

causa, cuando se juzgue que su imparcialidad ofrece motivas dudas"20.

'" lbid.
'o tbid.
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En términos generales, recusar signif¡ca poner tachas aljuez u otro funcionario público,

que tenga como resultado que se le aparte de conocer de determ¡nado proceso.

2.9. Elju¡cio ord¡nar¡o laboral

El proceso ordinar¡o oral laboral, se define como el proceso de conoc¡miento que tiene

por objeto declarar un derecho o definir una relación jurídica, previa fase cognoscitiva,

en donde los sujetos (patrono y trabajador) part¡c¡pan en un debate en igualdad de

condiciones (tratando de compensar la desigualdad económica de éstos), para lograr

convencer aljuez acerca de sus pretensiones.

Eljuicio ord¡nario laboral: Constituye ia vía procesal dentro de la que se discuten todos

los conflictos individuales derivados de la relación de trabajo. Por consiguiente puede

considerarse que su naturaleza ordinaria deriva de la observancia de todos los

trámites y solemnidades normados para que se puedan controvert¡r detenidamente los

derechos de las partes después de la discusión y el examen de ellos. Estas

solemnidades aunque existen, debe recordarse que son mínimas y poco formalistas

por virtud de la existencia de los principios de poca formalidad y de sencillez que

¡lustran el procedimiento ordinario laboral.

Asimismo puede considerarse que "es ordinario porque se encuentra regulado como la

vía normal y generat dentro del ordenamiento jurídico laboral"21.

21 Franco López, César Landelino. Tomo L Ob. C¡t. Pág. 58
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Su naturaleza jurídica es pública, por ser esta una función y actividad estatal, por medio

de la cual se enviste a ciertos órganos jurisdiccionales, de la potestad para juzgar y

hacer que se ejecute lo juzgado.

Según las definic¡ones que antes se han expuesto, podemos extraer elementos o

caracter¡sticas deljuicio ordinario laboral siendo las s¡guientes:

a) Es un procedimiento que se actúa por las partes en audiencias sucesivas.

b) Las actuaciones de las partes se asientan en actas.

c) No existe periodo de prueba dentro del trámite del proceso, en virtud de que las

partes deben comparecer a las audiencias con todos sus medios de prueba.

d) La actuación de las partes debe ser por regla general oral.

e) El juez se encuentra facultado para señalar a su d¡screcionalidad los plazos en los

que deben celebrarse c¡ertas actuaciones.

f) Se limita legalmente la clase y número de recursos que pueden utilizarse para

impugnarse las decisiones del juzgador.

g) Se protege jurídicamente de manera preferente a la parte económ¡camente más
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débil de la relac¡ón procesal.

h) No existe la posibilidad para el demandado de alegar la caducidad de la instancia.

2.10. Sujetos procesales

Dentro del trámite del proceso colectivo puede afirmarse que son sujetos procesales: el

juez de trabajo y previsión social, los jueces miembros de Ios tribunales de conciliación

y tr¡bunales de arbitraje, así como los grupos coaligados de trabajadores y los

sindicatos tanto de patronos como de trabajadores por su intervención dentro del

trámite del mismo

"Así a las partes compete interponer los oportunos recursos, absolver posiciones,

reconocer documentos, etc. Las partes que interv¡enen en el proceso son dos, y

trad¡ciona¡mente se las ha denominado parte actora y parte demandada. Tres teorías

son las que han pretend¡do esclarecer el concepto de parte. Para la primera, la parte se

identifica con el titular de la relación jurídica substancial, lo que no es completamente

exacto, porque aunque esa relación jurídica se invoque como fundamento de la acc¡ón,

puede o no existir, y no por eso se pierde la calidad de parte en el proceso. La segunda

teoria, si hace la distinción entre sujeto de la acc¡ón y sujeto de la l¡tis, porque el

proceso se hace respecto de éste, pero con la intervención de aquel. Una tercera

doctrina, en la cual toma postura Alsina, es aquella que sostiene que parte es quien en

nombre propio o en cuyo nombre se pretende la actuac¡ón de una norma legal y aquel
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respecto del cual se formula esa pretensión.

como actor o demandado pida la protección

jurisdiccionales"22.

Por consiguiente, tiene calidad

de una pretensión juridica por

Los elementos que deben contener las partes son:

a) Capac¡dad: se refiere a la capacidad de quienes se encuentren en el pleno ejercicio

de sus derechos civ¡les, s¡endo el derecho material el que indica cuando se esta en

esa condición.

b) Legitimación: es la determinac¡ón que nos establece si el demandante es el sujeto

que tiene derecho a serlo en el proceso que se trate, y el demandado la persona

que hay de sufrir la carga de asumir tal postura.

c) Postulación procesal: es la aptitud que se requiere para realizar actos procesales,

para ser receptor de los actos del tr¡bunal.

d) Representac¡ón: las partes pueden comparecer y gestionar personalmente o por

medio de mandatario judicial de los establec¡dos en la ley.

e) Auxiliares de las partes: si bien por el principio de poca formalidad no constituye un

requisito para las partes, en la mayoría de procesos el auxiliar de esta es un

abogado, siendo esta la persona con habilitación legal, dedicándose a la defensa

" Aguirre Godoy, [/1ario Derecho procesal civil. Págs. 367 y 368
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jurídica de otros sujetos.

Con base a lo anterior, son partes procesales dentro del juic¡o ord¡nario laboral

colectivo, las siguientes:

a) La coalición: "es la agrupación o un¡ón de personas con el propósito de real¡zar

fines específicos y defender sus intereses de clase"23. En el Código de Trabajo no

se contiene defin¡c¡ón alguna de las coaliciones o grupos coaligados de

trabajadores, sin embargo puede definirse como la un¡ón de un mínimo de tres

trabajadores con carácter temporal o fansitorio cuyo propós¡to será el de unirse

para obligar al patrono a atender y resolver controvers¡as del presente, surgidas

con ocasión al trabajo que pueden ser susceptibles de afectar la continuidad de las

labores y de generar una posible huelga; esto se inf¡ere de lo establecido en los

Artículos 239 y del 377 al 396 del Código de Trabajo.

b) Sindicato: según el Artículo 206 del Código de Trabajo es "toda asociac¡ón

permanente de trabajadores o de patronos o de personas de profesión y oficio

¡ndependiente (trabajadores independientes), constituida exclusivamente para el

estudio, mejoramiento y protección de sus respectivos intereses económicos y

sociales comunes".

c) Los patronos: derivado de que los empleadores no se organizan en sind¡catos no

424
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se aprecia en la práctica procesal del trabajo que estos comparezcan como parte

actora dentro del proceso colectivo por medio de sindicatos. En los conflictos

colectivos de carácter económico social promovidos en contra de ellos, los

empleadores aparecen dentro del proceso de manera ¡ndividual.

2.11. La asesoría profesional en eliu¡c¡o ord¡nar¡o laboral

Dentro del juicio ordinario laboral no const¡tuye un requis¡to para las partes,

comparecer auxiliadas por abogado, sin embargo el Artículo 321 del Cód¡go

Trabajo, establece que si las partes se hicieren asesorar, podrán actuar como tales:

a) Los abogados en ejercicio

b) Los dirigentes sindicales, cuando se trate de asesorar a los miembros de sus

respectivos sindicatos, federac¡ones y confederaciones, siempre y cuando la

cuantia del asunto no exceda del equivalente a diez veces el salario minimo

mensual del sector económico a que pertenezca el trabajador reclamante.

c) Los estudiantes de Derecho de las Un¡versidades que funcionan legalmente en el

país, s¡empre y cuando hayan aprobado los cursos correspondientes a Derecho del

Trabajo y que los asuntos no excedan de la cuantia del equivalente a diez veces el

salario mínimo mensual del sector económico a que pertenezca el trabajador

reclamante

el

de
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2.12. La apl¡cac¡ón supletoria del derecho común en eljuicio ordinar¡o laboral

Por supletoriedad de la ley se entiende la aplicación de otras leyes en materia distinta a

la que la regula, por motivo de que no se contempla en estas últ¡mas los ¡nst¡tutos o

disposiciones que permitan completamente el objeto de la ley.

En el Derecho Procesal del Trabajo, específicamente dentro juicio ord¡nario laboral la

supletoriedad se da cuando exista ausencia de disposición que regule la situación

concreta a resolver. El Artículo 326 del Código de Trabajo constituye el conducto para

esta aplicac¡ón supletoria, especialmente la relacionada al Código Procesal C¡vil y

Mercantil y a la Ley del Organismo Judicial. Sin embargo, la aplicación supletoria del

Código Procesal Civ¡l y Mercantil es relat¡va ya que solo va a poder aplicarse en el caso

de que la misma no contraríe el texto y los principios procesales propios y exclusivos

del Derecho Procesal del Trabajo, regulados en el Código de Trabajo.
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CAPÍTULO III

3. Antecedentes histór¡cos de la huelga

3.1. H¡stor¡a de la huelga

Al respecto del origen de la huelga Manuel Alonso Olea señala: "la palabra huelga

utiliza un juego de palabras del ¡dioma francés, para darnos la ev¡dencia de su

antigüedad y de las causas más próximas de este fenómeno"2a.

En castellano la palabra huelga procede de huelgo, que signif¡ca, espacio de tiempo en

que una persona esta sin trabajar. A su vez, el sustant¡vo huelgo, se deriva de la

palabra holgar, que significa resp¡rar, tomar aliento o descansar tras esfuerzo, fatiga, o

la suma de ambos. derivada del trabajo.

Se puede establecer que en ¡os albores de los problemas sociales, cuando ¡os

trabajadores aún no tenían conciencia de clases, pero sí la tenía la burguesía triunfante

en la Revolución de Francia, que resolvió el pequeño problema de la Conspiración de

los iguales que encabezaba Frangois Noel Babeuf (1760-1797) cortándole,

precisamente, la cabeza (para lo que madame La Guillotina se prestaba de manera

particular), la preocupación de la Asamblea Nacional fue resolver por Ia vía legal los

problemas que aún no se presentaban. El resultado fue la memorable Ley Le

'z4 Palacio Lino. Derecho procesal c¡v¡1. Pág.203
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Chapelier, aprobada entre los dias 14 y 17 de junio de 1971, cuyo objetivo principal era

impedir que los trabajadores se organizaran sind¡calmente.

S¡ bien se suponía que al mismo tiempo se prohibian tas corporaciones de ofic¡os, ello

no tenia valor alguno, ya que la Revolución lndustrial había acabado con el régimen

económico de esas corporaciones, que ya no podían competir con las industrias

nacidas de la apl¡cación de la energía del vapor en sustitución de la artesanal energía

humana o animal, o del agua o del aire. La economía había dejado sin valor desde

antes lo que el legislador, simplemente, remachaba.

Paul Pic cuenta que "¡nclusive en esos mismos tiempos se crearon consultivas de artes

y manufacturas (Acuerdo del 10 de thermidor, año Xl) y consejos de hombres sabios

(Ley del 18 de marzo de 1806) de evidente orientación favorable a los empresar¡os'?s.

El Cód¡go de Napoleón de 1804 vino a ratificar el sentido patronal de las nuevas

disposiciones. En sus Artículos 1780 y 1781sólo permit¡ó contrataciones temporales de

los trabajadores y ordenó tener por ciertas las afirmaciones de los patronos respecto

del pago de los salarios en el año vencido y de los anticipos cubiertos por el año en

curso.

La nota más rotunda la establecía el Cód¡go Penal

416 consagraban los delitos de coalición y huelga,

'?5 De Freitas, Jair y Tores. Flavio Arruro. La huelga en los
OIT y del régimen iurídico laboral venezolano. Pá9 212.

de l812, cuyos Artículos 414,415 y

fórmula que había ¡naugurado Gran

servicios esencialesi perspectiva de la
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Bretaña en 1799-1800 en su Combination Acts. Y por lo tanto se les ¡mponían multas y -- "-

arrestos a todos aquellos trabajadores que formaran tumulto o motin, o emplearan de

cualquier otro modo la violencia física o moral, con el objeto de hacer que suban o

bajen los salarios o jornales de los operar¡os, o de ¡mpedir el libre ejercicio de la

¡ndustria o del trabajo, con evidentes referencias indirectas al ejercicio del derecho de

huelga.

En esos prolongados tiempos, la huelga no podia concebirse como un derecho, sino,

simplemente, como un acto il¡cito. Pero las inquietudes sociales empezaban a

manifestarse. No fue ajena a ello la labor de Robed Owen. Gran Bretaña derogó las

Combinations Acts en 1824, y en 1871 dictó una primera ley sobre los sindicatos

profesionales. Francia vivió la revolución de 1848, cuya Const¡tución consagró el

derecho al trabajo, y en el mismo año fue notable la publicación del Manifiesto del

Partido Comunista, en el que Marx y Engels plantearon, con pretensiones científicas, la

tes¡s del materialismo histórico. El 25 de mayo de 1864 Franc¡a suprime el delito de

coalición y lo sustituye, aun con evidentes referencias a la huelga, por el de atentado a

la libertad de trabajo.

En Bélgica (1866), Aleman¡a (1869), Austr¡a-Hungría (1870), Paises Bajos (1872) e

Italia (1890) se s¡guieron caminos parecidos, con el propósito fundamental de impedir la

intervención de los s¡ndicatos en las d¡scusiones de las cond¡ciones de trabajo, s¡n

olvidar de reprimir las medidas de presión sindical.
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La tendencia era supr¡mir la violencia de la tipificac¡ón de las conductas en el marco de

los códigos penales, pero sin que ello implicara la aceptación de las acciones

colectivas de los sindicatos.

Se suele denominar época de la tolerancia a esos tiempos. Sin embargo, también se

prohibía el funcionamiento de la Asoc¡ación lnternacional de los Trabajadores al menos

en Francia (1872) como una evidente venganza por la simpatía demostrada por la

Asociación con el Movimiento de la Comuna de París (1871).

La denominada etapa de la reglamentación presenc¡a el reconoc¡miento a las

asociaciones sindicales. Sin embargo, con buen juicio, las organizaciones que se

forman entonces se oponen a ser objeto de regulación por parte del Estado. Es bien

recibida, en cambio, la Ley Wáldeck-Rousseau, del 21 de marzo de '1884, que

reconoce la legalidad de los grupos s¡ndicales. No obstante, la d¡sposición más

importante que consagra en forma def¡nitiva el derecho de asoc¡ac¡ón profes¡onal será

la Ley del 1". de julio de '1901, que atribuye personalidad juríd¡ca a los sindicatos.

Es interesante advertir que el reconocimiento del derecho de huelga no aparece en los

documentos importantes del siglo XlX. De manera particular, no está incluido en la

Declaración de Principios de la ll lnternacional (Paris, 14 al 21 de julio de 1889).

En conclusión se puede decir que la huelga como ¡nstitución del derecho colectivo,

tiene su origen en el Derecho Francés, en el período inmediato a la Revolución
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Francesa, que es tamb¡én la etapa en la que surge el derecho de coalic¡ón.

3.2" Anlecedentes h¡stóricos de ¡a huelga

El derecho de trabajo "es el resultado histórico del dialogo-confl¡cto permanente entre

las diversas fuerzas sociales en pugna, y ha ido conformándose en estrecha

vinculación con las luchas de los trabajadores y de sus organizaciones. Nacido del

rég¡men capitalista que tenía necesidad de una mano de obra libre y móv¡l, crec¡do a

través y por medio de las luchas obreras, expresa al mismo tiempo las reivindicaciones

de los trabajadores asalariados y las exigencias de una economía fundada sobre la

empresa privada y el beneficio, reflejando en su seno todas las s¡nuosidades de la

coyuntura económica y el estado de las luchas laborales"26.

Esto pone de manifiesto que, visto desde una perspectiva histórica, el reconocimiento

de los derechos de los trabajadores, muy especialmente los de l¡bertad sindical y de

huelga, se ha ido produciendo en paralelo con la intensidad de las luchas y conflictos, y

que su amplitud y extensión guarda estrecho parentesco con la relación de fuerzas

politicas y sociales más o menos favorables a ¡os intereses de los trabajadores que les

ha permitido avanzar mucho o poco en su reconocimiento y consolidación.

La huelga, por tanto, esta en el centro de la acción de la clase trabajadora desde su

nacimiento, de forma que podemos afirmar s¡n temor a equivocarnos que la historia del

26 lvlariucci. Luigi. La ley sobre la huetga en los servicios esenciales: problemas cerrados y
ab¡ertos, cn debate laboral No.8-9. Pá9. 34.
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que esta se puede establecer como la "manifestación tanto de una vivencia colectiva

de los trabajadores, como lnstrumento de modif¡cación de las relaciones de fuerza"27'

En esta reatidad histórica aproximada a la realidad iur¡dica de var¡os países

desarrollados, se puede observar la distinta percepción y regulación por el derecho.

En aquellos países en los que se entiende que el conflicto es ¡ntrínsecamente un

elemento negativo y perturbador en las relaciones de trabajo, el ordenamiento jurid¡co

ha servido para tratar de eliminarlo o cuando menos dejarlo reducido a la mín¡ma

expresión.

Por el contrario, en los que se entiende que el conflicto puede ser en numerosas

ocas¡ones un elemento innovador y de avance en las relaciones laborales, el derecho

lo ha ido regulando como una pieza básica de promoción de la clase trabajadora y de

sus organizaciones.

Es decir, puede observarse que han existido, y siguen ex¡st¡endo en la actualidad, dos

lógicas bien d¡ferenciadas, las que son: la consideración del confl¡cto como

instrumento negativo o bien como posit¡vo para avanzar en un camino lento pero

pers¡stente de transformación de las relaciones socio-económicas. Si el Estado tiene

una visión positiva del conflicto debe dotar a las organizaciones sindicales de los

'?7 Figueroa ortiz, Edgar. La huelga y los serv¡c¡os esenc¡ales. Esludios del derecho del traba.io. Vol.
I, Pá9. 22
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medios e

empresarial, y ello pasa por el pleno reconocimiento y protección del derecho de huelga

y la tutela de la libertad s¡nd¡cal.

Por el contrario, el planteamiento negativo estatal hacia el conflicto significa una

regulación represiva del mismo, cosa que exacerba las tensiones e implica la

polit¡zación de todo confl¡cto que acaba dirigiéndose contra los poderes públicos, como

muestra,a repetida experiencia histórica.

En la evolución histór¡ca de la legislación laboral reguladora de la huelga se puede

distinguir tres grandes etapas s¡gn¡ficativas. En cada una de ellas, suscitadas en países

con un grado alto de industrialización y con una estrecha relación con el devenir de los

acontecimientos económico-sociales y de los cambios politicos.

El punto de referencia histórico se sitúa a f¡nales del siglo XVlll e inicios del siglo XlX,

en ese momento histórico se produce la aparición a gran escala de las relaciones

capitalistas de producción. Surgen igualmente las primeras organizaciones colectivas

de trabajadores, y se genera la necesidad de edificar una nueva legislac¡ón laboral que

tenga presente la inc¡piente realidad tecnológica y social, para la que en modo alguno

era válida la precedente normativa de origen feudal. Por lo que respecla a la

cons¡deración de la huelga por el derecho hay que subrayar que las tres fases

históricas antes apuntadas están estrechamente ligadas a la evolución y desarrollo de

las organizaciones representativas de los trabajadores.
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La huelga como institución, ha pasado por diversas etapas desde el momento de su

gestación hasta nuestros tiempos, siendo las mas importantes las que se describen a

continuación:

3.2.1. Etapa pr¡mera, finales del siglo Xvlll hasta f¡nales del s¡glo XIX

Esta etapa se ha caracierizado en sus orígenes por la marcante aparición de una

legislación represora de la huelga y de las asociaciones obreras. Fue en la época de

los gobernantes liberales en la que se consideraba que tanto estas como aquella

atentaban al dogma liberal de la libertad ¡nd¡vidual de trabajo y de la innecesariedad de

cualquier tipo de organ¡zación colect¡va que se interpusiera entre el individuo y el

Estado que actuara para alterar o mod¡ficar las condiciones de trabajo.

Dicha legislación, posteriormente fue evolucionando hasta difundirse (de forma más o

menos generalizada) una normativa que toleraba el fenómeno conflictual, s¡ b¡en

rodeada de numerosas l¡mitaciones, tanto de derecho, como de hecho. Se pasa de la

consideración de la huelga como delito a su conceptuac¡ón como libertad ¡ndividual del

trabajador. En consecuencia, en el terreno de la relación de trabajo, la huelga

significaba la ruptura unilateral del acuerdo y la extinc¡ón de la relación laboral.

3.2.2. Etapa segunda, primera mitad del s¡glo XX

primera mitad del siglo XX. y además en esta etapaEsta segunda etapa abarcó la
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pueden distinguirse dos periodos, coincidente el primero con la etapa anterior

advenimiento de los regímenes políticos dictatoriales y totalitarios, y el segundo con

etapa de vivencia de los mismos.

Durante este pr¡mer período se mantiene la consideración de la huelga como una

libertad contractual, a la vez que se apuntan ya algunos rasgos significativos que

adquirirán todo su valor después de la Segunda Guerra Mund¡al. Como ejemplo se

puede menc¡onar la Constitución alemana de Weimar del 14 de matzo de 1919, en la

que se reconoció el derecho de asociación y se da un implicito reconocimiento del

derecho de huelga.

Cuando al poder llegaron las fuerzas totalitarias, impl¡có un duro revés para las

libertades democráticas durante bastantes años. Fueron Alemania, Francia, ltal¡a y

España los que vieron como se prohibía por sus respectivos gobiernos el ejercicio de

las libertades de asociación y de huelga, pudiendo incurrir los infractores de tal

prohibición en graves penas. Se entendía que cualquier acto de presión realizado por

los trabajadores para obtener mejores condic¡ones de trabajo no iba dirigido contra el

empresario, sino contra el Estado, lo que suponía un acto de rebelión contra el m¡smo,

susceptible de represión penal.

3.2,3. Etapa tercera, el f¡nal de la segunda guerra mundial

Fruto de la creciente influencia del movimiento sindical democrático, de la ex¡stencia de
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gob¡ernos de un¡dad nacional y de la participación de las fuerzas polít¡cas más

progresistas en la elaboración de los textos constitucionales de posguerra, fue el

reconocimiento const¡tucional del derecho de huelga en Franc¡a e ltalia.

Reconocimiento que mas tarde se ampliaría a países como la República Federal

Alemana y Bélgica, sin constar expresamente en el texto constitucional. La huelga,

adquiere pleno reconocimiento juríd¡co y se acepta que es un instrumento vál¡do para

corregir las desigualdades sociales existentes en dichas soc¡edades. Las limitaciones

que a la misma se establezcan serán el resultado de opc¡ones leg¡slativas y/o

jur¡sprudenciales, tratando de determinar, en caso de colisión entre derechos

constltucionales, que restricc¡ones debe establecerse a cada uno de los mismos.

60



CAP¡TULO IV

4. La huelga

La huelga ha sido analizada desde diferentes puntos de v¡sta y por tal motivo se

encuentran definic¡ones que la refieren como un medio de lucha, como un medio de

presión para la modificación de las condiciones laborales, como medio para el

reconocimiento del interés profes¡onal, como base de factores de orden político y como

medio de presión para obtener fines determinados.

Y es a través de la huelga que los trabajadores defienden sus intereses y tratan de

restablecer el equilibrio de las cond¡c¡ones económicas con los empleadores.

Pero no solo esto, sino que también pueden condicionar la acc¡ón del Estado en su

act¡vidad político-social.

Siendo la clase trabajadora que autotutela sus intereses en todos los ámbitos de la v¡da

social. yendo más lejos de la esfera limitada de las relaciones de trabajo; aún cuando

sea en esta en la que el ejercicio de la huelga alcanza mayor importancia en la mayoría

de los países que la tienen reconoc¡da como derecho.

Con independencia de su consideración constitucional y/o legal (como delito, ¡ibertad

contractual o derecho), el ejercicio de la huelga ¡mpl¡ca la paralización total o parc¡al de
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la act¡v¡dad laboral, es dec¡r la suspensión del trabajo por una colectividaO mas N"::ll 'y'
menos numerosa, a salvo que un ordenamiento jurídico que permita incluir dentro del

concepto de huelga otras formas de exter¡orización del conflicto laboral que no

impliquen necesariamente la ¡nactividad en la prestac¡ón de servicios.

Es importante mencionar que la huelga puede afectar a todos los trabajadores de una

empresa o centro de trabajo, o bien solo a parte de los mismos, si bien parece que no

cabe desconocer que ¡a eficacia de esta paralización del trabajo será tanto mayor

cuanto más elevado sea el número de trabajadores que part¡cipen de forma consciente

y voluntaria en la misma.

4.1. Concepto leqal y doctr¡nario

Es necesario después de haber analizado

citen algunas definiciones de la misma.

institución del derecho colectivo del trabajo:

los antecedentes históricos de la huelga se

para comprender de mejor manera esta

Para el autor Jesús Ballesteros "la huelga constituye la cesación colectiva y

conceftada del trabajo, con abandono de los lugares de labores o injustificada negat¡va

de reintegrarse a los mismos, por parte de los trabajadores, con el objeto de obtener

determinadas condiciones de sus patronos o ejercer presión sobre los mismos"28.

'z3 Echandia, Devis. Teoría generat del proceso. Pág 415
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doctrina ve en la huelga, además de la suspensión conjunta y s¡stemática del habajo

por c¡erto número de trabajadores, dentro de una profesión, un medio de lucha del

trabajo contra el capital y con el propós¡to de reanudar las labores tras la obtención del

fin perseguido"2e.

Juan Carlos Cabañas Garcia afirma "que otro sector define la huelga tomando como

objeto de esta la defensa de los fines profesionaies, pues el objeto de esta es modificar

y superar las condiciones de prestación de los servicios para mejorar el nivel de vida de

los trabajadores"3o.

Ortiz AlcaráZ, define a la huelga en base al interés derivado del trabajo, por lo que al

respecto establece que "configura una negativa a trabajar en determinadas cond¡ciones

y una aspiración defensiva de los intereses derivados de la actividad profesional, con

exc¡usión de móviles ajenos a lo estrictamente laboral"31.

Ahora en base al factor de orden polít¡co Orliz Alcaráz dice que "debe entenderse por

huelga a la suspensión colect¡va concertada del trabajo realizada por inic¡ativa obrera,

en una o varias empresas, of¡cios o ramas del trabajo, con el fin de conseguir objetivos

de orden profesional, politico o bien protestar contra determinadas actuaciones

patronales, gubernamentales y otras. Podrán parecer a pr¡mera vista, de excesiva

extensión en cuanto se refiere a los fines de la misma y aún juzgar ¡legítimos algunos

'e Lessor¿. Carlos Teor¡a de la prueba. Pág 320
'' Cou(Jre r ou¿'do Fundamentos del derecho procesal c¡v¡1. Pag. 280.
3'Echanciia, Devis Ob. cit. Pág 419.
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de los consignados en ella; pero esa complejidad en

deseo de recoger ¡ntegra y objetivamente los variados

que este fenómeno social se presenta"32.

.:. -*.¡i:
la tormulacron corresponde al

matices, no todos legales, con

En otra definición escrita por lMartínez Fernández señala a la huelga como "una

¡nterrupción concertada del trabajo por parte de un grupo importante de trabajadores,

decididos a reanudar el trabajo una vez satisfechas sus reclamaciones o cumplidos los

otros posibles f¡nes de su actitud"33.

Asi mismo el profesor Ernesto Krotoschin, manifiesta que de un modo amplio se def¡ne

a la huelga como "la interrupción colectiva y concertada del trabajo por un grupo de

trabajadores, con el fin inmediato de paralizar o perturbar el normal funcionamiento de

una o varias empresas, ejerciendo así presión sobre la parte patronal o sobre

terceros"34.

El tratadista Guillermo Cabanellas, expone que la huelga es la abstención colectiva

concertada del trabajo por los trabajadores, sea por un grupo de ellos, por una

asociación gremial, por la mayoría de quienes trabajan en una o varias empresas o

grupos de empresas, con abandono de los lugares de trabajo, con el objeto de ejercer

presión sobre el patrono o empresario, a fin de obtener el reconocimiento de una

pretensión profes¡onal o con el propósito de preservar, modificar o crear unas nuevas

condiciones laborales.

D Coulure Eduárdo Ob. Cit. Pao 328
3r thi.t P:o 344
3o Krotoschin, Ernesto. Manual de derecho deltrabajo. Pág. 243



Finalmente el recordado maestro Mario López Larrave, sostuvo que la huelga es la -

suspensión de actividades, acordada y ejecutada por una mayoría de los trabajadores

en una o varias empresas, establecimientos o lugares de trabajo, ejercitadas como

medio de presión contra uno o varios empleadores, con el objeto de obligarlos a que

acepten sus peticiones -de carácter económ¡co, social y jurídico- planteadas por el

grupo.

Ahora bien la Constitución Politica de la Repúbl¡ca de Guatemala preceptúa en sus

Art¡culos 104 lo siguiente: "Derecho de Huelga y Paro. Se reconoce el derecho de

huelga y paro ejercido de conformidad con la ley, después de agotados todos los

procedimientos de concil¡ación. Estos derechos podrán ejercerse únicamente por

razones de orden económico social. Las leyes establecerán los casos y situaciones en

que no serán perm¡tidos la huelga y el paro", y 116 que literalmente preceptúa en su

parte conducente: "Regulación de la huelga para trabajadores del Estado. Se reconoce

el derecho de huelga de los trabajadores del estado y de sus entidades

descentralizadas y autónomas. Este derecho únicamente podrá ejerc¡tarse en la forma

que preceptúa la ley de la materia y en ningún caso deberá afectar la atenc¡ón de los

servicios esenc¡ales".

La ley de la mater¡a a la que se refiere la Constitución actual es la Ley de Servic¡o C¡v¡l

vigente en Guatemala, la que siguiendo los l¡neamientos de la Constitución

Política de 1965, en el último párrafo delArtículo 63 establece que: "Queda prohibida la

huelga de los servidores públicos"; d¡cho párrafo fue derogado de conform¡dad con lo
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establecido en el segundo párrafo del Artículo 116 de la Const¡tuc¡ón Polít¡ca de

República de Guatemala de 1985.

En la legislación ordinaria laboral guatemalteca, contenida en el Código de Trabajo, en

su Artículo 239 estipula: "Huelga legal es la suspensión legal y abandono temporal del

trabajo en una empresa, acordados, ejecutados y mantenidos pacificamente por un

grupo de tres o más trabajadores, previo cumplimiento de los requisitos que establece

el Artículo 241 , con el exclus¡vo propósito de mejorar o defender frente a su patrono los

intereses económicos que sean propios de ellos y comunes a dicho grupo".

Del análisis de las definiciones anteriores, resulta que la huelga necesariamente:

a) No es una acción contra el empleador, puede ser dirigida con el público o los

poderes del Estado;

b) No es el abandono de los lugares del trabajo, como se entendió durante mucho

tiempo, ya que con más prop¡edad consiste en una simple interrupción de la labor,

dispuesta por los trabajadores;

c) No es el rechazo combinado y colectivo del habajo como se entend¡ó en otras

épocas, puede afectar una forma de cumplim¡ento del contrato de un género

distinto de la corriente;
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trabajo, puede producirse la huelga cuando las relaciones entre las

puramente estatutarias, como el caso de los funcionar¡os públ¡cos,

etc.,

e) Debe perseguir un fin def¡nidamente profesional o de apoyo a un diferendo de

carácter profesional,

f) La interrupción no requiere el consentimiento del empleador y supone el ánimo de

volver al trabajo después de cumplidas determinadas condiciones.

Como puede advertirse, la huelga defin¡da por nuestra legislación lo que hace es

permitir a los trabajadores buscar el mejoramiento y defensa de sus ¡ntereses

económicos y sociales frente al empleador.

4.2. Final¡dades de la huelga

La huelga no constituye en sí una finalidad, sino un medio para alcanzar ciertos

objetivos. La modalidad hab¡tual cons¡ste en ejercer presión sobre los patronos para

que accedan a las exigencias de los trabajadores. La meta auténtica de este conflicto

laboral cons¡ste en obtener reiv¡ndicaciones profesionales. La füación de las causa que

promLreven las huelgas tiene una importancia vital para definir los caracteres de este

fenómeno social que trasciende al Derecho.
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La abstención de trabajar contra el deber de realizarlo, que const¡tuye la huelga, debe Y.'

tener un objeto; este no puede ser otro que el de ponerle fin, por medio de la presión

colectiva, a una controversia entre los trabajadores y un patrono o empresario.

Todo conflicto colectivo de trabajo se origina en la aspiración de una de las partes,

normalmente los trabajadores, de modificar las condiciones contractuales. S¡ tal

pretensión o aspirac¡ón se concreta en un problema estrictamente laboral donde la

exigencia aparezca justificada, es obvio que debe declararse la legitimidad de la act¡tud

adoptada. Pero cuando la decisión huelguistica trata de obtener un beneficio que no

corresponde, bien por su naturaleza o por su alcance, aparece la necesidad de declarar

su ilicitud. De ahí que, sin perjuicio de los elementos que configuran la envoltura del

confllcto colect¡vo, debe prevalecer normalmente el fin o finalidad persegu¡da por las

partes en conflicto.

El conflicto debe tener un interés profesional, sea económico o no; al mismo tiempo

debe revestir ese interés un carácter colectivo. El ¡nterés profesional se revela no

solamente en un interés económico, sino tamb¡én con alcance más amplio, el cual es la

defensa de un derecho o su obtención por vía de la huelga.

Por lo anterior expuesto puede inferirse que el ejercicio del derecho de huelga se dir¡ge

por un lado al logro de un interés común para los trabajadores que forman parte de un

conflicto y para los que no los son; y por otro lado, el derecho de huelga también se

dirige a afectar las condiciones establecidas en el contrato individual de trabajo
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mediante su modificación, superándolas o estableciendo en lugar de ellas otras

mejores.

4-3. Clases de huelga según el Código de Trabajo

Existen, varias clases de huelga. La lucha contra la opres¡ón económ¡ca tuvo siempre

distintas formas de expresarse. Además, la compleja fenomenología a la cual esta

vinculado este hecho, ha llevado a los autores a clasificarlas. De esta manera para la

doctrina, la jurisprudencia y el derecho positivo hay huelgas líc¡tas, ilícitas y de hecho,

legales e ilegales, justas e ¡njustas, etc. El examen de este problema hecho en otro

lugar, no exime, sin embargo, de la obligación de señalar su importancia, pues las

clas¡ficaciones suelen ser, en general, restrictivas de la libertad de huelga. Además

esas clasificaciones no siempre corresponden al carácter de los hechos y a la historia

del instituto. Al respecto el Código de Trabajo guatemalteco regula la institución del

Derecho Co¡ectivo del Trabajo, Ia huelga, encontrándose contenjda en dicha regulación

legal la clasificación siguiente:

4.3.'1. Suspens¡ón de las actividades

a) Huelga Legal:

El Artículo 239 del Código de Trabajo nos da una definición de esta clase de huelga, la

que establece: "es la suspensión legal y abandono temporal del trabajo en una
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empresa, acordados, ejecutados y mantenidos pacíficamente por un grupo de tres o' ..

mas trabajadores, previo cumplimiento de los requisitos que establece el Articulo 241,

con el exclusivo propósito de mejorar o defender frente a su patrono los ¡ntereses

económicos que sean propios de ellos y comunes a dicho grupo".

Los presupuestos para que la huelga sea legal se integran bás¡camenle con los

enumerados a continuación:

1) Es la suspensión ¡egal, quiere decir que aquí se han cumplido todos los requisitos

que se prevén en la ley y como consecuencia de ello, eljuez de trabajo ha dictado

una resolución en donde declara la legalidad de la huelga y auloriza a los

trabajadores para holgar sin que por ello incurran en responsabilidad alguna. Este

auto es consultable de oficio a la sala jurisdiccional de trabajo y previsión social, la

que dispone de cuarenta y ocho horas posteriores al recibo de las actuac¡ones para

pronunciarse sobre si confirma o revoca el auto elevado en grado, en el caso de

que lo conf¡rme se hará del conocimiento de los delegados de las partes

provisionalmente, para los efectos del in¡cio de la suspensión de las act¡vidades por

parte de los trabajadores.

2) Temporal (indefinido), ya que mientras mas t¡empo permanezcan paralizadas las

labores por parte de los trabajadores, más presión será ejerc¡da hac¡a el patrono

para que responda a los intereses de aquellos.
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3) Acordado. ejecutado y mantenido pacíficamente

4) Tres o más trabajadores, son

holganza.

los que exige la ley para que pueda declarase la

5) Que el propósito exclusivo de holgar sea mejorar o defender frente al patrono los

intereses económicos comunes a los trabajadores.

6) Que se haya agotado el procedimiento de conciliación.

EI efecto fundamental que genera la declaratoria de legal¡dad de la huelga, que

ampara la holganza de los trabajadores, radica en la disposición ordenada por los

Tribunales de Trabajo y Previsión Social, en relación a mantener cerrados los centros

de trabajo, que haya afectado la paralización de activ¡dades lo que infiere que las

labores se ven suspendidas en consonancia con el espíritu del ¡nstituto, que es

precisamente constituir el mecan¡smo de presión que obligue al empleador a sentarse a

la mesa de negociaciones con sus trabajadores.

Así rnismo tiene como efecto suspender los contratos de trabajo vigentes en las

empresas que se declare, por todo el tiernpo que ella dure.
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b) Huelga llegal:

Está se da cuando no se cumplen los presupuestos establec¡dos en las normas

laborales, tal como lo establece elArticulo 239 del Código de Trabajo; en dicho caso no

se declara su legalidad.

Ahora b¡en, la declaración de ilegalidad de la huelga es precedida por una declaración

de los tribunales de trabajo que han conoc¡do de la fase de conciliación del conflicto

colectivo previo a resolver sobre la legalidad de la huelga y que se ha dado como

producto de no haberse cumpl¡do con los requisitos establec¡dos en la ley, además de

observar otra característica fundamental, como lo es que la declaratoria de ilegalidad

se produce cuando ni siqu¡era a dado ¡nicio la suspens¡ón de labores, pues la

declaración judicial a que antes se ha hecho referencia lo evita.

Esto implica que cuando se pronunc¡a la declaratoria de la jlegalidad de la huelga por

parte del Tribunal de Trabajo y Previsión Social, aun no se ha estallado la misma, pues

esto requiere como presupuesto que se haya declarado la legalidad de la huelga que

en la realidad se constituye en la autorizac¡ón para dejar de trabajar sin incurrir en

responsabilidad.

En conclusión, el hecho que el juez que conoce declare la ¡legalidad de la huelga evita

que esta se realice.
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'<!,c) Huelga ilegitima o de hecho:

El Código de Trabajo no da una def¡nición al respecto sobre esta clase de huelga, lo

único que hace es hacer mención de ella en el segundo párrafo del Articulo 244, pot lo

que es necesario acudir a la doctrina para definirla; y al respecto esta indica que este

tipo de huelga se da cuando los trabajadores no han agotado los procedimientos de

conciiiación establecidos, prev¡o al pronunciamiento de la legalidad de la huelga

d¡sponiendo la suspensión de las actividades, sin haber sat¡sfecho los requ¡s¡tos y sin

que medie la autorización judic¡al respect¡va para estallar la huelga.

De conformidad con la ley las mismas reglas de la huelga ilegal serán aplicables en los

casos de huelga de hecho o ilegitima.

Para la declaratoria de esta, el Artículo 394 último párrafo del Código de Trabajo

establece: "para la declaratoria de ¡legalidad de una huelga o un paro acordados y

mantenidos de hecho, se tramitará la cuest¡ón en forma de incidente, a petición de

parte pero el periodo de prueba será únicamente de cinco dÍas".

En resumen la huelga ilegitima o de hecho se produce sin siquiera haberse instaurado

el trámite del conflicto colectivo ante los tribunales de trabajo y previsión social, lo cual

coloca al margen de la ley a los trabajadores, pues la paralización de las act¡vidades

laborales sin que concurran los requ¡s¡tos establecidos en la ley y por cons¡gu¡ente s¡n

la autorización del juez de trabajo, genera responsabilidad que se puede traduc¡r en el
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de todos los\ 'l- j
derecho del empleador

trabajadores que hayan

para dar por terminado los

holgado, sin responsabilidad

contratos de trabajo

de su parte.

4.3.2. Resoluc¡ón de fondo de lo pretend¡do en el proceso de la Declaratoria de

una Huelga

a) Huelga justa

Según lo establecido en el Artículo 242 del Código de Trabajo, es justa la huelga

cuando los hechos que la motivan son imputables al patrono, es decir que la huelga se

haya promovido por culpa del patrono, al no responder a los intereses económicos

propios y comunes de los trabajadores, pudiéndolo hacer.

Los aspectos que toma en cuenta el Juez de Trabajo y Previsión Social para dec¡arar la

just¡cla de la huelga son:

1) Que haya existido incumplim¡ento por parte del patrono de los contratos

individuales o colectivos de trabajo o del pacto colectivo de condiciones de trabajo.

2) Que exista negativa injustificada por parte del patrono a celebrar u otorgar las

mejoras económicas que los trabajadores p¡dan, siempre y cuando el empleador

tenga la posibilidad económica y financ¡era para otorgarlas.
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Las consecuencias de la declaración de justicia de la huelga por parte del Juez de 
\'""'

Trabajo, es imponer al patrono la obligación de hacer efectivo a los trabajadores los

salarios correspondientes a todo el t¡empo que haya durado la holganza, así mismo

obligar al empleador a suscr¡bir el pacto colectivo de condiciones de lrabajo o en su

caso si la parte actora dentro del conflicto fuera un grupo coaligado de trabajadores le

impondrá la obligación de suscrib¡r el correspondiente convenio colectivo de

condiciones de trabajo.

b) Huelga injusta:

El Código de Trabajo en su Artículo 242 únicamente establece que "es injusta la huelga

cuando no concurren n¡nguno de estos motivos".

Entonces "se dice que la huelga es ¡njusta cuando derivado del análisis que el Juez de

Trabajo y Previsión Social debe pract¡car previo a resolver sobre la justicia o injusticia

de la misma, se establece que los motivos que originaron la huelga son imputables a

los trabajadores. Esta inferencia puede desprenderse de que el juez de trabajo haya

comprobado que no obstante ya que el patrono no se encontraba en posibilidad de

acceder a las reivindicaciones solicitadas por sus trabajadores, estos promovieron el

conflicto colectivo y originaron la paralización de las activ¡dades. En este caso

entonces, lo que se advierte es que lo que el juzgador debe establecer es: si

efectivamente el empleador podría o no otorgar a sus trabajadores las reivindicaciones
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económico-sociales que estos le demandaron"35

En cuanto a las consecuencias que se orig¡nan de la declaratoria de injust¡cia de la

huelga por parle del Juez de Trabajo, es absolver al empleador de la obligación de

pagar salarios a los trabajadores por todo el tiempo que hayan holgado y

adicionalmente no impondrá al empleador la obl¡gación de suscribir acuerdo alguno con

sus trabajadores. Finalmente en ese mismo auto que declara injusta la huelga, deja

apercibidos a los trabajadores para reincorporarse inmediatamente a sus labores

autorizando expresamente al empleador para dar por terminados los contratos de

trabajo de aquellos que no cumplan con regresar a sus labores en el plazo señalado

por é1.

Según lo preceptuado por los Artículos 395 y 396 del Código de Trabajo, la declaratoria

de justicia o injusticia de la huelga puede solicitarse en cualquier momento posterior a

la declaración de huelga cal¡ficada de legal.

4.4. Requisitos legales para declarar una huelga legal de conform¡dad con el

Cód¡go de Trabajo

Los requisitos que deben cumplirse para obtener la declaratoria de legalidad de la

huelga, de acuerdo alArticulo 241 del Cód¡go de Trabajo, son los sigu¡entes:

- F¿ coLópez. Cé.¿r La'rde iro. Tonoll Ob.Cit.Pág 117.
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a) Suspender y abandonar temporalmente el trabajo en una empresa, acordados y '-"-

mantenidos en forma pacifica por un grupo no menor de tres trabajadores y

además esa suspensión y abandono del trabajo por parte de los trabajadores debe

ser con el exclusivo propósito de mejorar o defender los intereses económicos.

b) Agotar los procedimientos de concil¡ación, lo cual significa que no se puede

declarar legal una huelga si antes no se acudió ante un órgano jurisdiccional a

plantear el conflicto, para que luego de llenados los requ¡sitos por la ley el Juez de

Trabajo llame a integrar el Tribunal de Conciliación, el cual debe de dar su

recomendación al respecto.

c) Constituir la mitad más uno del total de los trabajadores que laboran en la

respectiva empresa, empresas o centro de producción y que han iniciado su

relación laboral con antelación al momento de plantearse el conflicto colect¡vo de

carácter económico soc¡al. Para este recuento no deben incluirse los trabajadores

de confianza y los que representen a¡ patrono.

4.5. Procedimiento para la declarator¡a de huelga legal y para declarator¡a de

huelga justa, de conformidad con el Cód¡go de Traba¡o

El trámite para la obtención de la legal¡dad de la huelga surge una vez cumplido con lo

que el Código de Trabajo estipula para que sea declarada, comenzando cuando el

Tr¡bunal de Conci¡iación, una vez realizada todas las etapas procesales para su
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sustanciación; hace sus recomendaciones, y s¡ estas no fueren aceptadas por una de

las paftes, los trabajadores pueden someter el confl¡cto al Tribunal de Arbitraje, pero

tambÍén puede darse el caso de que los delegados de los trabajadores le pidan al Juez

de Trabajo y Previsión Social que se pronuncie sobre la legal¡dad o ilegalidad de la

huelga, pronunciamienio que debe de esperarse antes de ¡r a la huelga.

Es importante enfatizar en que una vez que se agotó el procedimiento de conciliación

sin que las partes hubieran aceptado las recomendaciones del fribunal de Conciliac¡ón

y que además no hubiera aceptado ir a arbitraje, éste tribunal levantará un informe, y

se le enviará una copia a la lnspecc¡ón General de Trabajo, el cual contendrá: la

enumeración precisa de las causas del conflicto y de las recomendaciones que se

hicieron a las partes para resolverlo; además, determinará cuál de éstas aceptó el

arreglo o si las dos lo rechazaron y lo mismo respecto del arb¡traje propuesto o

insinuando

Dentro del plazo de veinticuatro horas luego de fracasada la conc¡l¡ac¡ón los

trabajadores pueden pedirle al Juez de Trabajo y Previsión Social respectivo, que se

pronuncie sobre la legalidad o ilegalidad del movimiento. El juez emitirá un auto

calificando el movimiento y estableciendo si se han llenado los requis¡tos establecidos

en la ley para ser declarada legal la huelga. Este auto se emite bajo reserva de que

causas posteriores cambien la calificación que se haga.

La resolución que tome el Juez respectivo será consultada inmed¡atamente a ¡a Sala
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Jurisdlccional de la Corte de Apelaciones de Trabajo y Previsión Social, la cual dará el

pronunciamiento definitivo, dentro de las cuarenta y ocho horas de recibido los autos.

El secretario de la Sala Jurisdiccional de la Corte de Apelac¡ones de Trabajo y

Previsión Social, comunicará por via telegráfica, la resolución correspondiente a:

a) Los delegados de las partes;

b) La lnspección de Trabajo;

c) La Dirección General de la Policía Nacional Civil, para que esta tome las medidas

necesarias para que mantenga el orden.

Una vez notificada la resolución y ordenado a la fuerza pública el resguardo del centro

de trabajo, por todo el tiempo que dure la paralización de actividades, a partir del

momento en que el auto que declara legal la huelga es confirmado, los trabajadores

disponen del plazo de veinte días para poder declarar la huelga, que no es más que

darle inicio a la paralización de act¡vidades y en consecuencia a la holganza.

Una vez los trabajadores hayan d¡spuesto declarar la huelga en cualquier momento

posterior, pues la ley no señala plazo alguno, podrán solicitar al Juez de Trabajo que se

pronuncie sobre la justicia de la huelga, para los efectos de determinar el fondo del

asunto
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Es necesario destacar que el propósito de la huelga no es paralizar indefinidamente las

labores, pues no es el fin de perjud¡car al patrono, pues de ser así sería actuar en

contra de sí mismo, pues los trabajadores también serían afectados por una

prolongada holganza, y lo ideal es que la paralización de activ¡dades deber producirse

solo por el tiempo estr¡ctamente indispensable.

A partir del momento en que se solicite al Juez de Trabajo pronunciarse sobre la

justicia de la huelga, este dispone del plazo de quince días para dictar el auto que le

ponga fin al proceso y que declare si la huelga fue justa o no, las consecuencias de esa

declaración en uno y otro sentido ya fueron señaladas en otro apartado de este

capitulo.

F¡nalmente aunque el Códjgo de Tqbajo no lo exprese, el auto que declara justa Ia

huelga es susceptible del recurso de apelación, establec¡do para ¡mpugnar la sentencia

de prirner grado en el juicio ordinar¡o laboral.

4.6. Regulac¡ón del derecho de huelga

La doctrina distingue diversas formas de regular el derecho de huelga por la vía jud¡c¡al,

autónoma, autorregulación o autodisc¡pl¡na sindical y heterónoma o legislativa. Lo

deseable es el menor grado de intervención posible y por lo tanto no será la vía

legislativa la optima. El desarrollo de la autonomía sindical y la autotutela se vera muy

favorecida por un sistema de regulación autónoma del derecho de huelga.
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El hecho que la reglamentación sea por vía legal deja muy poco margen para la

autorregulación. La predicac¡ón favorable que tiene la autorregulación se base en el

argumento de que en mater¡a de huelgas puede resultar difícil imponer una normativa

que no cuente con el consenso de los sindicatos y los trabajadores. Por lo tanto, se

atr¡buye una mayor eficacia a las normas que los sind¡caros mismos se impongan ya

que conllevan el comprom¡so de su real cumplim¡ento y aplicación. Tanto más en los

servicios públicos, donde los inconvenientes y perjuicios sufridos por la comunidad

acarrean el pel¡gro de una pérdida de imagen e inclus¡ve un franco desprestigio para el

sindicato impl¡cado.

Una vez que el legisiador decide reglamentar el derecho de huelga y desarrollar la

normativa establecida en la Constitución Polít¡ca de la República de Guatemala debe

tener en cuenta que no puede legislar sin l¡mites y estos vendrán impuestos por las

normas iniernacionales ratificadas por el pais y lo establecido en la propia Constitución

de la República de Guatemala. Así el ¡egislador ordinario no podría permit¡r una

reglamentación excesiva que en el fondo destruyera o Iimitara este derecho.

En lo que se refrere a la legislación internacional, no existe en los textos fundamentales

de la Organización lnternacional del Trabajo (OlT) una disposición que se refiera

expresamente al derecho de huelga, ni siquiera en los Convenios rat¡ficados por

Guatemala, sobre la Libertad Sindical y la Protección del Derecho de Sindicación, 1948

(Número 87) y en el Convenio relativo a los Principios del Derecho de Sindicalizac¡ón y

de Negociación Colectiva, 1949 (Número 98) que en su conjunto se refieren a la
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L¡bertad Sindical y en los cuales se debió haber incluido, pero no se

inclusión ya que se daba por sentado la referencia al derecho de huelga en

elaborado para a primera discusión del Convenio Número 87.

Ahora bien, aunque no menciona expresamente el derecho de huelga, dicho Convenio

sí lo consagra y se ha llegado a esa conclus¡ón de la interpretación del derecho de las

organ¡zac¡ones de trabajadores y de empleadores de organizar su administración y sus

act¡vidades y el de formular su programa de acción consagrado en el Articulo 3 de este

¡nstrumento, siendo la huelga una de estas actividades y constituyendo un derecho

colect¡vo y con conjunción por lo establecido en el Articulo 10, que señala como objeto

de dichas organizaciones fomentar y defender los intereses de los trabajadores o de los

empleadores y para esta defensa es necesario que los trabajadores gocen de medios

¡dóneos para ejercer presión para el logro de sus reivindicaciones y el medio por

excelencia es la huelga.

Vista esta situación, han sido los Órganos de Control de la Organ¡zación lnternacional

del Trabajo (OlT) los que han debido pronunciarse sobre el alcance y el significado

exacto de los convenios en relación con el derecho a huelga. Esos Órganos están

constituidos esencialmente por el Comité de Libertad Sindical (constituido desde 1952)

en sus pronunciamientos realizados en el procedimiento de quejas por violación de la

libertad sindical y la Comisión de Expertos de Aplicación de Conven¡os y

Recomendaciones.
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El enfoque que le ha dado dicha Comis¡ón de Expertos al derecho de huelga ha sido "'
considerarlo como un corolario indisociable del derecho de asociación sindical

protegido por el Convenio Número 87 y por los pr¡ncipios enunciados en la Constitución

de la Organización lnternacional del Trabajo (OlT), y ambos órganos han reconocido en

numerosas ocasiones el derecho de huelga como derecho fundamental de ¡os

trabajadores y de sus organizaciones, siendo uno de los medios esenciales para

promover y defender sus intereses económ¡cos y sociales, asimismo han delimitado el

ámbito en que debe enmarcarse su ejercicio, elaborando un cuerpo de principios sobre

el derecho de huelga.

4.7. Arreglo d¡recto y la vía d¡recta

Pr¡mero debe de analizarse que la via directa es una instancia extrajudicial obligatoria

de autocomposlción, sin o con intervenc¡ón de terceras personas, que como

presupuesto procesal y por un plazo de treinta días, deben agotar los trabajadores

sindicalizados y patronos sindicalizados, que tratan de arr¡bar a arreglos sat¡sfactorios

med¡ante la suscripción de un pacto colectivo de condiciones de trabajo. Constituye

una fase obligatoria previa sine qua non, a la instauración del trámite del conflicto

colectivo de carácter económico soc¡al ante los tribunales de trabajo y previsión social,

por el fracaso de un acuerdo total o parcial del pacto colectivo de condiciones de

trabajo; según lo estipulado por los Artículos 51 y 377 del Código de Trabajo.

"De conformidad con la legislación laboral guatemalteca, se debe tener cuidado en
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cuanto a la negociación en la vía directa, pues por lo antitécnico de su regulac¡ón en el

Cód¡go de Trabajo, puede provocar confusión al tratar de interpretar lo que regula como

Arreglo Directo y la Vía Directa en la negociación de un pacto colectivo de condiciones

de trabajo"36.

EI arreglo directo es el procedimiento de autocomposición para la solución de los

conflictos colectivos de trabajo de carácter económ¡co social, por medio del cual

patronos y trabajadores con o sin la ¡ntervenc¡ón de terceros o la de cualquiera otros

amigables componedores tratan de arribar a arreglos satisfactorios para los

involucrados

El trámite a segu¡r para el arreglo directo, es través de trabajadores no sindical¡zados,

quienes pueden constituir Consejos o Comités Ad-hoc o Permanentes en cada lugar de

trabajo, compuestos por no más de tres personas para que les representen, quienes se

encargarán de plantear al patrono o a los representantes de estos, verbalmente o por

escrito sus quejas o solicitudes, cuya trascendencia no es susceptible de generar la

suspensión de actjvjdades laborales, según se puede apreciar en el Artículos 374 del

Códjgo de Trabajo.

Siempre a la formación de uno de los consejos o comités, sus miembros lo informaran

así a la lnspección General de Trabajo dentro de los cinco días siguientes a su

nombramiento.

36 Chicas Hernández, RaúlAntonio Ob. C¡t. Pág 178
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Cuando la negociación conduzca a un arreglo, se levantará acta de lo acordado y se \''l

enviará copia autentica a la lnspecc¡ón General de Trabajo y dentro de las 24 horas

poster¡ores a su firma; quedándole a Ia lnspección el deber de velar porque estos

acuerdos no contrarien las disposiciones legales, y si fuera el caso se sancionara con

multa de diez a veinte quetzales y de c¡en a doscientos quetzales a los trabajadores o

patronos respectivamente.

La parte que hub¡ere cumpl¡do puede exigir ante los Tribunales de Trabajo y Previsión

Social la ejecuc¡ón del acuerdo o e¡ pago de los daños y perjuicios que se le hubieren

causado

4.8. Conc¡l¡ac¡ón

Manuel Alonso García, citado por Raúl Antonio Chicas Hernández, en forma concreta

sostiene que la conciliación aun frente a los confl¡ctos colectivos constituye,

"ev¡dentemente una institución jurídica destinada a actuar pretensiones ante órganos

especialmente establecidos para ello, y cuya f¡nalidad consiste en hacer imposible e

innecesaria una intervención judicial o administrativa posterior, o sea eliminar un

proceso; asimismo, se sostiene que la conciliación puede ser extrajudicial,

administrativa o jurisdiccional y asi encontrarnos que nuestra legislación la contempla

como un proceso autónomo para dirimir conflictos colectivos económico social"37.

Según el Diccionario de la Academia Española, conciliar, viene del latin conciliare y

"'tbic. Pag. ro:
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sign¡f¡ca ponerse de acuerdo, armonizar los ánimos, los intereses, o las opiniones de 
\ '"

las personas en discordia.

La Organización lnternacional del Trabajo (OlT) define la conciliación como "una

práctica consistente en utilizar los servicios de una tercera parte neutral para que ayude

a las partes en su conflicto a allanar sus diferencias y llevar a una transacción amistosa

o a una solución de común acuerdo"38.

Eltrám¡te de la fase de conciliación dentro del conflicto colectivo de carácter económico

social, se regula en los Artículos del 382 al 393 del Código de Trabajo. Este trámite

inicia con la presentac¡ón de la demanda colect¡va.

Una vez admiiida para su trámite dentro de las doce horas siguientes el Juez de

Trabajo y Previsión Social debe proceder a convocar al Tribunal de Concil¡ac¡ón

not¡ficando a la parte demandada la obligación que tiene de designar dentro de las

veinticuatro horas s¡guientes a la notificación una delegac¡ón integrada por tres

miembros.

Seguidamenie el Tribunal de Conc¡liac¡ón se declara competente y convoca a ambas

delegaciones de las partes para la primera audiencia de conciliac¡ón dentro de las

tre¡nta y seis horas siguientes.

Dos horas antes señalada para esta audiencia, elTribunal de Conciliación deberá

"u tbid. eág tsn



reunirse por separado con cada una de las delegaciones de las partes, para establecer

la posición y pretensiones de cada una de ellas.

Posteriormente a reunirse con ambas partes y ya dentro de la audiencia, el Tribunal

llamará a los delegados de ambas partes y propondrá los med¡os o bases de arreglo a

la controversia.

Si las partes disponen acogerse a las bases de arreglo propuestas por el Tribunal de

Conciliación se obligan a firmar y a cumplir el convenio que con este mot¡vo se

suscriba, el cual no podrá ser menor de un año. Por otro lado, si no existe acuerdo

entre las delegac¡ones de las partes, por no haber adoptado las bases sugeridas por el

Tribunal de Conciliación, este t¡ene la facultad de señalar una nueva audiencia dentro

de las cuarenta y ocho horas siguientes a la primera, en la que se deberá repetir por

una sola vez todo el procedimiento que se dio en la pr¡mera audiencia. En el caso de

que no exista avenimiento alguno porque las partes no hayan acogido las bases

propuestas por el Tribunal, este terminará en forma definitiva su intervención debiendo

emitir un pliego de recomendaciones del cual remitirá cop¡a en ¡nforme a la lnspección

General de Trabajo para los efectos de que esta dependencia adm¡nistrativa de trabajo

tenga conocimiento de todo el procedimiento relacionado.

Si como consecuencia de esta segunda aud¡encia las partes acogen las bases de

arreglo propuestas por el tribunal de conciliación la controversia term¡nará con la

suscripción del convenio que con este mot¡vo firman.



4.9. El arb¡traie

Es aquella institución destinada a resolver un conflicto individual o colectivo, planteado

entre sujetos de una relación de Derecho y consislente en la designación de un tercero

que se llama Arbitro, cuya dec¡s¡ón se impone en virtud del compromiso adquirido en tal

sentido por las partes interesadas.

El arbitraje procede: potestativa u obligatoriamente, en los casos s¡guientes:

a) Potestativo:

Cuando las partes asi lo convengan, antes o inmediatamente después del tram¡te de

conciliación; y cuando las partes asi lo convengan, una vez se haya ¡do a la huelga o al

paro, calificados de legales, siempre y cuando se hayan reanudado las labores, lo cual

debe comprobarse ante el tribunal, o puede comprobar el juez si lo considera

conveniente

b) Obligatorio:

En los casos en que, una vez calificado como legal, la huelga o el paro, transcurra el

término de 20 d¡as o 3 días respectivamente, s¡n que se hayan realizado.

En los casos en que los trabajadores de las empresas de transporte, se encuentren de
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viaje y no hayan terminado este; y cuando los trabajadores de serv¡cios esenc¡ales no

proporcionen el personal necesario para evitar que se suspendan tales servicios, según

lo que se puede observar en los Artículos 397 inciso 2) y 243 incisos a) y b) del Código

de Trabajo.

También se debe de acudir al arbitraje obligator¡o en el caso de que solicitada la

calificación de legalidad o ilegalidad de la huelga, una vez agotado el trám¡te de

conciliación, no se llenare el requisito del Articulo 241 del Código de Trabajo, que se

refiere al apoyo a la huelga de la mitad más uno del total de los trabajadores que

laboran en la respectiva empresa.

El tr¡bunal de arbiiraje al culminar su actuación dicta la sentencia o laudo arbitral, cuya

característica peculiar es que se dicta en conciencia y puede resolver de manera

ultrapetita, es decir tiene facultades discrecionales, prescrib¡endo al respecto elArtículo

403 del Código de Trabajo: "La sentencia resolverá por separado las peticiones de

derecho de las que importen reivindicaciones económicas o sociales, que la ley

imponga o determine y que estén entregadas a la voluntad de las partes en conflicto.

En cuanto a esas últimas puede el Tribunal de Arbitraje resolver con entera l¡bertad y

en conciencia, negando o accediendo, total o parcialmente, a lo pedido y aun

concediendo cosas distintas de las solicitadas.. . ".
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5. Anál¡s¡s y s¡tuac¡ón actual de los procedim¡entos para establecer la legal¡dad

de las man¡festac¡ones del Mag¡ster¡o Nacional en Guatemala y sus

repercusiones de la huelga de hecho

5.1. Los derechos de reun¡ón y manifestación desde el punto de v¡sta legal y

doctr¡nar¡o

La manifestación es uno de los derechos básicos y fundamentales para toda

democracia, que esta contenida en nuestra Constitución Política de la República de

Guatemala, así como en el derecho internacional. Entre estos derechos básicos

también se encuentra el derecho de reunión, que tamb¡én es una de las garantias más

protegidas por los acuerdos de paz.

La Constitución Polít¡ca de la República de Guatemala en su Articulo 33 establece:

"Derecho de reunión y manifestación. Se reconoce e¡ derecho de reunión pacífica y sin

armas. Los derechos de reunión y manifestación pública no pueden ser restringidos,

disminuidos o coartados; y la ley los regulará con el único objeto de garantizar el orden

público. Las manifestaciones religiosas en el exterior de los templos son permit¡das y

se rigen por la ley. Para el ejercicio de estos derechos bastará la prev¡a notificación de

los organizadores ante la autoridad competente".
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Como se puede observar const¡tuyen para la persona, tanto el derecho de reunión

como el de manifestación, una parte de los que forman en su conjunto los derechos

indiv¡duales; que estos a su vez le permiten realizar con ¡ndependencia y eficac¡a su

desarrollo personal, en el marco de una sociedad organizada, convirtiéndose en una

barrera que def¡ende la autonomía del individuo frente a eventuales injerencias

indebidas por parte de los poderes públicos, de esa cuenta los derechos individuales

no pueden ser restring¡dos por los gobernantes, de tal forma que son inalienables e

imprescriptibles.

Al respecto se puede establecer que el derecho de reun¡ón es la potestad que tienen

las personas de agruparse, de congregarse por un lapso de tiempo corto o

momentáneo, voluntariamente, en un lugar común, con el objeto de comunicarse,

¡ntercambiar ideas y opiniones, adoptar decisiones colect¡vas, y, en su caso,

ejecutarlas. La concurrencia colectiva debe ser voluntar¡a y nunca obedecer a presión

alguna, es decir, sin ningún ánimo de permanencia. Puede ser privada si se efectúa en

un lugar cerrado; o públ¡ca, si se efectúa en un lugar abierto o destinado al uso público.

Para Manuel Ossorio "es el derecho preeminentemente público, colectivo, prop¡o, tanto

del individuo como del grupo soc¡al, que implica no solamente la facultad de

congregarse o juntarse sino la de hacerlo para escuchar ideas y opiniones,

intercambiarlas o acordar una acción común. Se trata de actos circunstanciales y de

poca duración"3e.

3s Ossorlo N¡anue Ob.Cit.Pág 882
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Fn cuanto a la libertad de manifestación, el autor citado expresa que: "se traduce en la Y!'

potestad colectiva a expresar, exhibir o dar a conocer en forma pública, decisiones

acordadas, peticiones colectivas, reivindicaciones, desacuerdos o protestas. Es poner a

la vista cuestiones de interés colectivo. Es una consecuenc¡a o derivación del derecho

de reunión, es conocida como la declaración verbal o escrita que define una actitud

particular o colectiva"ao.

Entonces se establece que tanto el derecho de reunión como el de manifestación, es el

derecho que toda persona tiene a congregarse transitoriamente con otras personas

para un fin común, bien en forma estática, bien con carácter d¡námico. Y no se trala

de derechos fundamentales de los individuos anteriores al Estado, sino más bien de

garantías constitucionaies otorgadas a los individuos como miembros del grupo, dadas

con carácter no ilimitado.

5.2. Antecedentes h¡stóricos en Guatemala sobre las man¡festaciones en general

y del mag¡sterio nacional

El derecho de man¡festación en Guatemala, surge allá por el año de 1944, cuando se

inició con muchas expectativas de cambios en la situación política de Guatemala, eran

los años de la revolución, el Magisterio Nacional, en su papel de intermediario del

pueblo y a la avanzadilla intelectual de la sociedad, desempeño un papel determinante

en el curso que tomaron los acontecimientos ese año.

oo tbid. Pág.600.
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En el mes de junio, por ejemplo, los maestros capitalinos se negaron a participar en los

festejos conmemorativos del triunfo liberal de 187'1, en la forma militar¡zada y

vergonzante que exigia el régimen. Se revelaron en el prop¡o Campo lvlarte, en el

momento de los ensayos y lo h¡cieron en otras muchas maneras. Fueron acompañados

en estas manifestaciones por los estudiantes de derecho, quienes mantuvieron su

postura de abierto desafío al poderoso dictador por primera vez en la historia del país,

se planteó una huelga general que implicaba no solo el c¡erre de la facultad, sino

además Ia inasistencia de los estudiantes de leyes a sus puestos de trabajo en los

tribunales y en otras dependencias del Estado.

Sin olvidar también al estudiante de medicina Leonel Toriello, qu;en propuso que se

declarara un huelga de brazos caídos. ampliada a todos lo ámb¡tos de la sociedad.

El régimen de tiranía y la dictadura desató una fuerte represión contra

universitarios. los maestros, los profesionales, los intelectuales y contra todo aquel

se atreviera a alzar una voz de protesta.

Se suspendieron las garantías constitucionales, se l¡braron term¡nantes órdenes de

captura, sin embargo el día 24 de junio se organizó una manifestación que llegó hasta

el Palacio Nacional, y el dictador pudo escuchar el fuerte grito de un pueblo que

abiertamente le pedía Ia renuncia. Aquel mismo dia por la tarde, un grupo de mujeres

salieron del atrio de la iglesia de San Francisco en una lucha inerme, manifestándose

contra el régimen, muchas fueron maltratadas, atropelladas y la vida de la maestra

los

que
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María Chinchilla, se derramó en el asfalto conv¡rt¡éndose en una mártir,

asíel día del maestro.

En el año de 1973, el Magisterio Nacional, motivado por las mejoras económico-

sociales convocó a sesiones permanentes en toda la República de Guatemala, para

unir esfuerzos, las organizaciones se integraban por un representante de cada escuela,

el cual era designado por sodeo o de forma voluntaria para participar en la designación

del representante distrital, y cuyo nombram¡ento lo era merecedor, de ser el posible,

coord¡nador de distrito de todas la escuelas a nivel nacional.

El movimiento comenzó con paros laborales de la jornada ordinaria, los cuales

consistían en entrar una hora tarde o salir una hora antes de las estipuladas en sus

contratos de trabajo. Estas paralizac¡ones de labores eran aprovechadas en su

mayoría para los fines de presión y apoyo al mov¡miento de huelga magister¡al y en

otras ocasiones para la celebración de asambleas permanentes.

Las represa¡ias por parte de la autoridad no se hicieron esperar, entre una de las

medidas fuedes, fue la destitución primeramente en forma ind¡vidual y luego mas¡va.

Así ha transcurrido el tiempo en Guatemala, desde la revolución de 1944, el gobierno

del Doctor Juan José Arévalo, el gob¡erno del coronel Jacobo Arbenz, durante los

golpes de estado y la administración de Serrano Elías en donde las manifestaciones

comenzaban a protagonizarse, por uno de los bloques ¡mportantes de la sociedad,
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como lo es el magister¡o nacional, en donde el fin primordial era velar por el orden

constitucional. Situac¡ón que en la actualidad se ha desvirtuado por parte de los

maestros, al utilizar este derecho constitucional para obtener beneficios laborales, sin

que esta sea la vía adecuada para tales fines.

En conclus¡ón en la historia de Guatemala sobre el derecho de manifestación se basa

en dos periodos, siendo el primero comprendido desde 1944 hasta 1986. cuyo ejercicio

del derecho de manifestación se efeciuaba como medio de pres¡ón política en contra

de los regímenes que corrornpian el orden Constitucional e lnstitucional; y el segundo

periodo que comprende desde el año 1986 hasta la actualidad y cuya principal

caracteristica fue mantener el orden constitucional, permitiendo el libre ejercicio del

derecho de manifestación; resguardando el orden público y garantizando el uso de los

servicios públicos esenciales.

5.3. L¡mitación al derecho de huelga para el magister¡o nacional, como

consecuencia de ser trabajadores del Estado

En el caso de los trabajadores del Estado, el Decreto 71-86 del Congreso de la

República de Guatemala , que contiene la Ley de sindical¡zación y regulación de la

huelga de los trabajadores del Estado, preceptúa lo que constituye no una lim¡tación

para el ejercicio de aquel derecho, sino más bien una prohibición para el ejerc¡c¡o del

mismo. pues se establece que para el caso de los conflictos colectivos de carácter

económlco social promovidos por trabajadores del Estado, que laboren en servicios
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públicos calificados como de naturaleza esencial no podrá ejercerse el derecho de

huelga y el juez no estará obl¡gado a pronunciarse sobre la legal¡dad de la misma,

agregándose que todos esos casos, en virtud de la ¡mposibilidad de declararse la

legalidad de la huelga, deben de ser resueltos mediante arbitraje obligatorio, figura que

crea esa misr¡a disposic¡ón legal.

De lo anterior plede apreciarse que lo que esta norma preceptúa no es en realidad una

limitación al ejercicio del derecho de huelga porque lo allí normado no se refiere a

restringir el derecho de huelga durante una época del año o en determ¡nadas

circunstancias, sino mas bien se ref¡ere a suprimir el ejercicio de ese derecho y a

sust¡tuirlo por una institución cuya naturaleza y f¡nalidades son muy diferentes, como lo

es el arbitraje obligatorio. Para concretar la supresión del derecho de huelga la

legislación conienida en el literal d) delArtículo 4 de aquel Decreto, convierte casitodos

los servlcios que prestan las instituciones del Estado en esenciales y con ello logra

encuadrarlos en la figura normada en el literal e) de esa misma norma, a tal cuenta que

la clasificación de serv¡cios esenciales incluye a las siguientes actividades:

a) Hospitales, centros y puestos de salud y servicios de higiene y aseo públicos;

b) Servicio telefónico, de aeronavegacjón, telegráfico y de correo;

c) Administración de justicia y sus instituciones auxiliares;
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d) Transpode público urbano y extraurbano, estatal o munic¡pal de todo tipo;

e) Servicios de sumin¡stro de agua a la población y de producción, generación,

transportación y distribución de energía eléctr¡ca y de combustibles en general;

f) Servicros de seguridad publica.

como puede apreciarse med¡ante aquella clasificac¡ón que incluye a casi todas las

act¡vidades realizadas por trabajadores del Estado se prohibe el ejercicio del derecho

de huelga de estos y se impone el arbitraje obligator¡o, cuestión que dev¡ene

inconstitucional, pues contraviene el Aftículo 116 de la Constitución Política de la

República de Guatemala, que establece que se reconoce el derecho de huelga de los

trabajadores del Estado y sus entidades descentralizadas y autónomas, lo cual se

vulnera cuando se excluye de ejercitar ese derecho a cas¡ la totalidad de los

trabajadores del estado.

Como se precisó el ejerc¡cio del derecho de huelga por parte del lvlagisterio Nacional,

se constituye en una garantía individual respaldada por lo que se establece en la

Constitución Política de la República de Guatemala a favor de los maestros y su

ejercicio se encuentra limitado por la ley en las circunstancias excepcionalmente

calif¡cadas.

Estas limitaciones impuestas por la ley, no pueden en ningún caso constituirse en una
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prohibición que impida de manera defin¡tiva el ejercicio de este derecho, pues al

Mag¡sterio Nacional no se le incluye dentro de la clasif¡cación de los llamados servicios

esenciales, y como tal, a este gremio de trabajadores si se les permite ir a huelga

cuando ellos consideren obtener mejoras económico-soc¡ales por parte del gobierno de

Guatemala

Lo que ocurre es todo lo contrario, pues el lvlagisterio Nacional, en vez de ejercer el

derecho de huelga regulado en la ley, para la obtención de sus fines comunes;

iniciando y sustentando toda la tramitación para su declaración legal y justa, prefiere

in¡ciar la huelga de hecho bajo las excusas de estar haciendo uso del derecho

constitucional de manifestación

De esta manera, en la vía incorrecta el l\,4agisterio Nacional es como ejerce presión al

Gobierno, para la obtención, a través del supuesto derecho de manifestación; las

ventajas laborales reclamadas por el gremio. Esta medida de supuesta utilización del

derecho constitucional descrito, constituye una evidente huelga de hecho, lo que podría

traer aparejada las consecuencias jurídicas establecidas para aquellos que la

promueven y mantienen.

La regulación vigente para tal situación Io preceptúa el Artículo 4 de la Ley de

Sind¡calización y Regulación de la huelga de los trabajadores del Estado, que en su

parte conducente l¡teralmente regula: "...se observarán los procedimientos establec¡dos

en la presente Ley; y supletoriamente los que prescribe el Código de Trabajo en lo que
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fueren aplicabies...", al respecto el Código de Trabajo en el Artículo 244 establece:

"Cuando una huelga sea declarada ilegal y los trabajadores la realizarcn, el Tribunal

debe fijar al patrono un término de ve¡nte dias durante el cual éste, sin responsabil¡dad

de su parte, podrá dar por terminados los contratos de trabajo de los laborantes que

holgaren. Las m¡smas reglas rigen en los casos de huelga de hecho o ilegítima...".

Para evitar lo anterior el l\¡agisterio Nacional debe seguir el trámite establecido para

declarar la huelga legal y justa, y con ello evitar repercusiones nefastas para el grem¡o.

El N4agisterio Nacional al declararse en huelga, siempre que sea legal y justa; hace uso

de uno de los derechos que se encuentran regulados en el Artículo 41 de la Ley de

Educación Nacional, Decreto Número 12-91, que literalmente establece: "Derechos de

los Educadores. Son derechos de ios educadores: 1. Ejercer la l¡bertad de enseñanza y

criterio docente. 2. Participar en las decisiones relacionadas con el proceso educativo

dentro y fuera del establecjmiento. 3. Organ¡zarse líbremente en asoc¡ac¡ones de

educac¡ón. si/rdlcatos, cooperat¡vas o en forma conven¡ente para el pleno ejercicio de

sus derechos ¡ndív¡duales y colect¡vos y para el estud¡o, mejoram¡ento y proteccíón de

sus nfereses económ¡cos y soc/aies. 4. Mantenerse en el goce y d¡sfrute de los

derechos eslablecidos en el Decreto Legjslativo 1485, Ley de Dignificación y

Catalogación del lvlagister¡o Nacional, en las Leyes Laborales del país, Constituc¡ón

Política de la Repúbl¡ca de Guatemala y Convenios lnternacionales. .. 7. Gozar de

beneficios económicos y sociales, ¡mplementados por el Estado... 13. Gozar de

inamovilidad en su cargo de acuerdo a lo establecido en la Ley de Catalogación y

D¡gnif icación del lvlagisterio".
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"El Articu o ctado anteriormente establece en su literal c) que los maestros pueden

agruparse en la forma que mejor les convenga para el ejercicio y mejoram¡ento de sus

derechos. por lo que al unirse en la forma de un sindicato, estos puede tram¡tar ante los

tribunales de trabajo y previsión social, el permiso para poder holgar, y asi obtener por

medio de presión directa hacia el Estado de Guatemala, las mejoras pretendidas.

Así también puede advertirse del inciso c) del Artículo anteriormente citado, que los

maestros gualemaltecos pueden hacer uso de los derechos que la Constitución Política

de la República de Guatemaia y demás leyes les otorgan, siempre que sean ejercitados

por la vías correctas. El derecho de manifestación, que es el que también se estud¡a

referente a los maestros en este capitulo; lo pueden ejercitar porque es un derecho

inherente a toda la población guatemalteca, y, porque no se los prohíbe la ley, toda vez

sea como lo regula nuestra Carta l\4agna y la ley específica, para así evitar caer en

arbitrariedades que conlleven a consecuencias no deseadas para el gremio.

5.4. Confl¡cto entre la ejecuc¡ón del derecho de manifestación y la huelga de

hecho del mag¡sterio nacional

Por la naturalrza del derecho de manifestación y los alcances que produce, es penoso

recordar que en el año de 1965 los constituyentes de la época intentaron desnaturalizar

el espiritu de ese derecho, patentando de una manera flagrante la delimitación y

restricción, al decir que había que pedir permiso para llevar a cabo una manifestac¡ón.
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Tal situación atenia en contra del derecho de manifestación y desvirtúa totalmente el

sentir de una nación cuya expresión debe ser libre e independiente.

Es por lo anieriormente descrito que no debe darse la restricción o delimitación para

con las personas que lo soliciten, debido a que es una garantía inherente a la persona.

Además no debe ser coartado debido a que se violarían los principios en que se

fundamenia su existencia en la Constitución Política de la República de Guatemala y

para el fin quc es creado.

Por lo anterior expuesto, se puede hacer las siguientes consideraciones en cuanto a la

intervención del poder público en el derecho a ejercer Ia manifestación y la afectación

que este podría tener en la calificación de la procedencia o improcedencia de la

ejecuc¡ón de tal derecho

Debido a la gnorancia o el abuso que se tiene sobre este derecho y su aplicación

d¡recta en la ejecución de su ejercicio, algunas veces esta mal ¡nformación se difunde

por personas ¡nescrupulosas, cuyos fines no buscan el bien común, sino el enfoque de

las medidas de hecho. que día a día agobian a nuestra soc¡edad, lo que provoca como

única consecLrencia despidos directos.

En cuanto al poder público y el derecho de manifestación, se sostiene el criterio que

según la Constitución Política de la República de Guatemala, el derecho de
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manifestación es considerado como una garantía inherente a la persona por lo que no '.'lj

debe ser regulado ni controlado por el poder público, pues este estaría vedando y

calificando la procedencia o improcedencia de cada manifestación en el país.

La autoridad competente para su autorización en el departamento de Guatemala es

Gobernación Departamental. Esta institución se limita a la recepción de las solicitudes

por diversos sectores del pais, para la ejecución del derecho de manifestación, y es

muy sabia a postura que toma el Estado al no transformar la naturaleza de este

derecho por no dar facultades suficientes a Gobernación Departamental pata la

calificación de la procedencia o improcedencia en la ejecución de manifestar.

El aviso que se da a Gobernación Departamental sirve para hacer la calificación y

distinción de la manifestación de otro evento, para así salvaguardar el orden público, el

derecho de libre locomoción y la integridad de la población.

Ahora bien. existe otro tipo de manifestación que radica en su contenido ¡aboral, y es

aquella que hace alusión a la reclamacjón de derechos o reivindicac¡ones de t¡po

económico-sociales para los trabajadores en general, en este caso para los maestros.

Este tipo de manifestaciones debería llevarse a cabo en horarios que no afecten la

jornada de trabajo que se estipula en los contratos de trabajo o pactos colectivos de

condiciones de trabajo, llevadas a cabo en días inháb¡les o b¡en ejercitarse atendiendo

a las horas que marcan la salida del personal que estén estipulados en dichos

contratos. Esta sería ¡a forma correcta y leqal del uso del derecho de manifestación
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regulado por la Constitución Politica de la República de Guatemala; por parte del \'igl

Magister¡o Nac¡onal, evitando así desvirtuar la naturaleza de la misma, por la de una

huelga de hecho; y previniendo consecuencias graves por parte del poder público hacia

los trabajadores estatales.

En contrapos¡ción a los antes descrito hasta ahora, la huelga de hecho en esencia y no

el derecho de manifestación que efectúa el lvlagisterio Nacional, surge por la

problemática sobre las causas que dan origen a la falta de credibilidad a los

procedimientos de conciliación y arbitraje, que establecen las leyes laborales.

Se debe agregar además que si los procedimientos de concil¡ación y arbitraje, fueran

de beneficio inmed¡ato para la clase trabajadora, en este caso para el Magisterio

Nacional, con seguridad que la misma clase no los desconocería; e incluso no haria

uso de la huelga de hecho con todos sus r¡esgos y consecuencias. Pero como no es

así la realidad en nuestro país, los maestros tienen que recurrir a aquella como el único

instrumento por medio del cual pueden ser escuchados y en consecuenc¡a obtener las

ventajas económicas comunes a ellos.

A lo anterior debe agregarse el sentimiento de temor a las represalias y a la destrucción

de organ¡zaciones sindicales, por lo que los trabajadores fuera de desconocer o tener

irrespeto por los procedimientos establec¡dos en la legislac¡ón laboral vigente, ¡ncurre

en las medidas de hecho, evadiendo así someter el caso concreto a conocimiento de

los Tribunales de Trabajo y Previsión Social.
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Además como lo menc¡ona el Licenciado William Randolfo Rec¡nos Recinos, que una \:11j;-

de las realidades mas inminentes para el ejercicio del derecho de huelga en Ia realidad

Guatemalteca, esta catalogada por un sistema legal en el que solamente un par de

ocasiones, ha sido posible la declaratoria de legalidad y justicia de una huelga en los

últimos treinta años, por eso justo es que no merezca la confianza de los trabajadores.

Y de tal cuenta se puede mencionar que los empleados públicos en 19Bg llevaron a

cabo una huelga que duró dos meses, por haber s¡do de hecho y por lo tanto ilegal, no

lograron ningún aumento de salarios; pero inmed¡atamente se finalizó el movimiento,

entonces el Magisterio Nacional en usó de la ley planteo el conflicto colectivo de

carácter económico-social ante los Tribunales de Trabajo y Previsión Social, y un año

después estos trabajadores seguían esperando que se les hiciera justicia.

Es imperativo aclarar entonces que en todos los movimientos de huelgas de hecho o

cuya denom¡nación no sea clara, es obligatorio recurrir primero al ordenamiento jurídico

constitucional, a la Ley de Sind¡calización y Regulac¡ón de la huelga de los trabajadores

del Estado y las leyes de trabajo y previsión social; porque todos los movimientos

Iegales exigen el respeto a las actuaciones que r¡gen el éxito de las negociaciones y los

procedimientos que conllevan a la solución de los problemas surgidos entre patronos y

trabajadores.

Las huelgas (de hecho por cierto) estalladas por el l\¡agister¡o Nacional, no cumplen

con los requisitos establecidos por las leyes laborales, por el actuar precip¡tado de los

maestros para reclamar las ventajas económ¡co-sociales, Io que los lleva a actuar sin
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razonamiento alguno, suspendiendo de forma arbitraria y colectiva la impartición de \l:j .'

clases en los centros educativos a nivel nacional, causando así un grave perjuic¡o que

provoca el entorpecimiento del proceso de enseñanza-aprendizÚe pa'a el ciclo lectivo

correspondiente, afectando gravemente un derecho constitucional como lo es el

derecho a la educación para la niñez guatemalteca, y con ello aparejado el desarrollo

económico, social y cultural de todo el pais.

El Magisterio Nacional al ejecutar una huelga de hecho viola los derechos de los

educandos, que se encuentran contenidos en el Articulo 39 de la Ley de Educación

Nacional, que l¡teralmente indica: "Derechos de los educandos. Son derechos de los

educandos: 1. El respeto a sus valores culturales y derechos inherentes a su calidad de

ser humano. 2. Organizarse en asociaciones estudiantiles s¡n ser objeto de

represal¡as. 3. Participar en todas las actividades de la comunidad educativa. 4.

Recibir y adquir¡r conocimientos cientificos, técnicos y humanisticos a través de una

metodologia adecuada. 5. Ser evaluados con objetividad y justicia. 6. Optar a una

capacidad técnica alterna a la educación fotmal. 7. Recibir orientac¡ón integral. 8.

Optar a becas, bolsas de estudio y otras prestaciones favorables. L Part¡c¡par en

act¡vidades deport¡vas, recreativas, sociales y culturales programadas en su comun¡dad

educativa. 10. Ser estimulado positivamente en todo momento de su proceso

educativo. 11. Tener derecho a la coeducac¡ón en todos los niveles. 12. Participar en

programas de aprovechamiento educativo, recreativo, deportivo y cultural en tiempo

libre y durante las vacac¡ones. 13. Ser inscritos en cualquier establecimiento educativo

106



/a'./ r1l,
/:)<_

-!i'1I'
\'3

de conformidad a lo establec¡do en la Constitución Política de la República de\':-'l

Guatemala y demás ordenam¡entos legales".

Otro derecho Constituc¡onal que el Magisterio Nacional v¡ola al ejercitar una huelga de

hecho, bajo los aparentes presupuestos cumplidos para una manifestación legal; es el

derecho de libre locomoc¡ón de todas las personas que habitan el pais, por el bloqueo

ocasionado en las distintas carreteras, calles, avenidas y toma de edificios en las

dist¡ntas cabeceras departamentales de Guatemala. Sin embargo es la población de la

ciudad de Guatemala, como capital de la República, la que más sufre de esta

restr¡cción del derecho constitucional de libre locomoc¡ón, por ser este el lugar donde

se registran la mayoría de manifestaciones de grandes proporciones.

Todo lo anterior descrito ocas¡ona en Guatemala grandes pérdidas millonarias al sector

productivo, asi como retraso en el desarrollo del país; por el escaso tiempo en que

después se pretende cumplir con el pensum de estudios de los educandos, que aunado

a ello termina siendo en gran parte una educación de mala calidad.

En conclusión se puede afirmar que el l\4agisterio Nacional acude s¡empre a las

medidas de hecho por medio de la terglversación del derecho de manifestación, lo que

produce como consecuencia un huelga de hecho, que conlleva a grandes

consecuenc¡as para ellos mismos, todo por evadir la ley ordinaria contenida en el

Decreto 71-86 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala, Ley de Sindicalización y
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Regulación de la huelga para los trabajadores

encuentra enmarcado el procedimiento correcto para la paral¡zación de labores.

5.5, Repercusiones de la huelga de hecho, realizada bajo el d¡sfraz del derecho

constitucional de man¡festación por el magisterio nacional

a) Repercusiones de carácter laboral:

En nuestro país son diversas las manifestaciones que se llevan a cabo, como también

son diversos sus fines, s¡n embargo, la manifestación de contenido laboral es la más

utilizada, enfocándose hacia la reclamación de derechos laborales por parte de los

trabajadores del Estado hacia el poder público, este a su vez, enmarca este ejercicio

como una huelga de hecho que lleva grandes consecuencias como lo especifica el

Adículo 4 inciso C), subinciso C.2) de la Ley de S¡ndicalización y Regulación de la

huelga de los trabajadores del Estado, Decreto 71-86 y sus Reformas por el Decreto

35-96, ambos del Congreso de la República de Guatemala.

La ley en mención estipula en su parte conducente que la autoridad nominadora del

Estado y de sus entidades descentralizadas y autónomas, en los casos de huelga

acordada y mantenida de hecho, quedan facultados para cancelar nombramientos,

contratos de trabajo, sin responsab¡l¡dad de su parte y sin previa autorización judicial.

Esto obedece a uno de los más graves resultados que infiere en el poder discrecional,

sin responsabilidad por parte de la autoridad nominadora que es el poder público y la
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cual posee un mecanismo de presión con fines coercit¡vos para los trabajadores

Estado.

Las consecuencias d¡rectas, son aplicadas a los maestros en este caso, como son la

cancelación de los nombramientos, contratos de trabajo, y la pérdida de los derechos

que le concede la Constitución Política de la República de Guatemala en materia

laboral y la Ley de Servicio civil Decreto 1748 del Congreso de la República.

b) Repercusiones de carácter civil:

Es sumamente interesante ilustrar una de las consecuencias más grandes que en

materia de daños y perjuic¡os pudiesen afectar tanto a la autoridad nominadora, sector

empresarial como a demás trabajadores del Estado.

Dice e¡ tratadista Manuel Osorio que los daños, es el menoscabo que se sufre en el

patrimonio y perjuicios es la ganancia que se deja de percibir por el daño sufrido, y por

lo tanto el perjudicado por ellos tiene derecho a ser ¡ndemnizado por el causante de los

daños que este le haya ocasionado en forma efectiva y omisión de las utilidades que

haya dejado de percibir por el retardo en virtud del acto ilícito cometido. En el caso que

nos ocupa el Magisterio Nacional cuando realiza las manifestaciones para eligir

mejoras económ¡co sociales comunes para el gremio, debe hacerse responsable de

todos los daños y perjuicios que ocas¡onen al Estado de Guatemala y a la sociedad

guatemalteca, por la realización de una huelga de hecho.
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Otra definición del citado autor, Manuel Osorio, nos ind¡ca que el daño causado a lo¡{"''

intereses del patrono, es aquel en que el trabajador es responsable del daño que

provoque a los ¡ntereses del empresario y que sean causados por dolo o culpa en el

ejercic¡o de sus funciones. La producción de esos daños es causa de despido del

trabajador sin obligación patronal de ¡ndemnizar. Apl¡cado al tema que nos ocupa, se

puede deducir que el Estado de Guatemala puede dar por term¡nado los contratos de

los maestros que perjud¡quen al erario nacional.

En térm¡nos generales para que los tribunales de justicia puedan establecer con

claridad el verdadero significado de un perjuicio y para su aplicación correcta en el

derecho guatemalteco, es pert¡nente recordar, lo que el tratadista Guillermo cabanellas

establece acerca del mismo. El nos amplia el concepto de perjuicio y lo define en

sentido técnico estr¡cto, al dec¡r que es la gananc¡a lícita que se deja de obtener o los

gastos que orig¡na una acción u omisión ajena, culpable o dolosa; a diferencia de daño,

o mal efectivamente causado en los bienes existentes y que debe ser reparado.

De lo referido se establece que la parte afectada que en este caso es el Estado de

Guatemala podrá hacer valer su derecho, invocando la pretensión que le coffesponda

ante los tribunales pertinentes, para que se establezca un precedente en contra del

magisterio nacional, y así evitar man¡festaciones ¡legales que Ie causen perd¡das y

daños a él y a la entidad privada.
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Los trabajadores del Estado, en este caso el l\,4agisterio Nacional; pueden ser

sancionados penalmente cuando holgaren deliberadamente y aún no sea declarada la

ilegal¡dad o legalidad del mov¡miento, por la autoridad judicial.

Para ello existe una sanc¡ón especial enmarcada en el Articulo 430 del Código Penal

Guatemalteco que establece que los funcionar¡os, empleados públicos, empleados o

dependientes de empresas de servic¡o público, que abandonaren colect¡vamente su

cargo, trabajo o servicio, serán sancionados con prisión de seis meses a dos años. Si

el abandono produjere daño a la causa pública o se tratare de jefes, promotores u

organizadores del abandono colectivo, se impondrá a los responsables el doble de la

indicada pena.

El decreto número 41-95 del Congreso de la República de Guatemala, Ley

Ant¡capuchas establece en uno de sus considerandos que en las recientes reuniones o

man¡festaciones públicas, por causas diversas se han dado circunstancias que

preocupan a la ciudadanía en general, al darse elemento de provocación, daño a la

propiedad privada o del Estado, o bien hechos que constituyen muchas veces actos

directos contra agentes que resguardan la seguridad, razón por la cual es procedente

dictar las normas que, sin disminuir o menoscabar la posibil¡dad del ejercicio del

derecho de manifestación pública resguarden el interés ciudadano, tomando en cuenta

el principio fundamental de que el interés público prevalece sobre el interés particular.
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En la realidad guatemalteca es muy frecuente el uso de pasamontañas, capuchas y

otro t¡po de materiales que cubren el rostro, por quienes realizan manifestaciones, lo

cual hace muy d¡fíc¡l a ¡a autoridad nominadora, el establecer quienes son trabajadores

del Estado, en este caso maestros, y quienes sólo son personas cuyos f¡nes son la

perturbación del orden público. Lo anterior repercute en una de las consecuencias más

graves para los servidores públ¡cos, siendo esta la cancelación de sus contratos, o

declarando su s¡tuación dentro de una huelga ilegal o lo que sería aún más grave, el

entablar una acción penal la cual priva a ¡os docentes de su salar¡o y su l¡bertad para

iniciar una nueva relación laboral.
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CONCLUSIONES

1. El derecho de manifestac¡ón contenido en la Constitución Política de la República

de Guatemala, es utilizado de manera inadecuada por el magisterio nacional,

como un medio para exigir derechos y mejoras de carácter económ¡co social,

constituyéndose esta práctica en una forma ¡nadecuada e ¡legal para la

re¡v¡ndicac¡ón ante el Estado de Guatemala, de derechos comunes para el gremio

magister¡al.

2. El mag¡sterio nacional al realizar las huelgas de hecho, bajo el disfraz del derecho

constituc¡onal de manifestación, ocasiona consecuencias negativas de caÉcter

laboral, por un pos¡ble desp¡do masivo en el gremio magisterial; civiles, por los

daños y perjuicios en el sector productivo del país; y, penales por- constitu¡r una

manifestación de carácter ilegal, tipificado en el Código penal.

El Estado de Guatemala no aplica las consecuencias jurídicas al mag¡ster¡o

nac¡onal cuando este de manera ilegal pretende exig¡r mejoras laborales para el

grem¡o, lo que genera que con ello se s¡gue promoviendo que el gremro siga

paralizando activ¡dades y perjudicando al sector de la niñez y juventud que

reciben formación académica.

1 '13



,., -: J ¡.
/-'.

I i'', -.. ' ::

114



RECOMENDACIONES

1. E¡ magister¡o nac¡onal al hacer uso efectivo de¡ derecho constituc¡onal de

manifestación, lo t¡ene que realizar en horar¡o distinto al de su jornada de trabajo,

esto con el objeto de que no se desvirtúe la naturaleza y principios de dicho

derecho, pues de lo contrario, constituiría a todas luces en una huelga de hecho

por ser realizada en horar¡o de labores y Sin el respectivo perm¡so para realizarla.

El mag¡sterio nacional debe ejerc¡tar el derecho de manifestac¡ón, que la

Constituc¡ón Polít¡ca de la República de Guatemala garanliza, como un med¡o

alterno para exigir mejoras para el gremio, siempre que sea en horario diferente al

de labores; ya que de ser comprobado por las autoridades respectivas como una

man¡festación de carácter ilegal, les puede aparejar consecuencias negativas en

las relaciones Iaborales con el Estado, así tamb¡én de ca.ácter civ¡l y penal.

El Estado de Guatemala aplique la legislación pert¡nente y adecuada para

sanc¡onar al magisterio nacional responsab¡e de ocasionar paralizaciones bajo

supuestas man¡festaciones legales, para que así no se siga abusando de este

derecho constitucional con fines d¡stintos a los establecidos en la Carta Magna.

3.
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Guatemala

Ley de Sindicalizac¡ón y Regulac¡ón de huelga de los trabajadores del Estado.
Decreto Número 71-86 del Congreso de la República de Guatemala, reformado
por el Decreto Número 35-96 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala.

Ley de Educación Nacional. Decreto Número .12-91 del Congreso de la Repúbl¡ca de
Guatema¡a
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